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1
20001-33-33-
002-2015-00235-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

TANIA SOFIA PALMA
ARIAS

RAMA JUDICIAL,
DIRECCION EJECUTIVA
DE LA
ADMINISTRACION
JUDICIAL

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

25/09/2023
Auto que
Modifica
Liquidacion
del Credito

J00Se modifica la Liquidación
del Crédito presentada por la
apoderada de la ejecutante y
en su lugar la nueva liquidación
del crédito ascenderá a la
suma de Setenta y Ocho
Millones Trescientos Noventa...

2
20001-33-33-
003-2013-00081-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

SANDY SIMANCA
VERGEL, CARLOS
RAFAEL SIMANCA
VERGEL, ELOINA
TORRES CABALLERO,
SHIRLEY MILENA
SIMANCA VANEGAS,
ELAINE SIMANCA
RAPALINO, SANDRA
PAOLA SIMANCA
RAPALINO, ASHLEY
JEZZINE SIMANCA
RAPALINO, KATHERINE
SIMANCA RAPALINO,
GRAY ESTHER SIMANCA
RAPALINO, CARLOS
ANDRES SIMANCA
CLAVIJO, CARLOS
ALBERTO SIMANCA
RAPALINO

LA NACION - FISCALIA
GENERAL DE LA
NACION, MINISTERIO
DE JUSTICIA, NACION -
RAMA JUDICIAL

Acción de
Reparación
Directa

25/09/2023 Auto de
Tramite

J00Se allegue poder o acto
administrativo en el que se le
confiera la facultad de recibir
los títulos de depósito judicial a
al apoderada de la rama
judicial. . Documento firmado
electrónicamente por:...
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20001-33-33-
003-2013-00081-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

SANDY SIMANCA
VERGEL, CARLOS
RAFAEL SIMANCA
VERGEL, ELOINA
TORRES CABALLERO,
SHIRLEY MILENA
SIMANCA VANEGAS,
ELAINE SIMANCA
RAPALINO, SANDRA
PAOLA SIMANCA
RAPALINO, ASHLEY
JEZZINE SIMANCA
RAPALINO, KATHERINE
SIMANCA RAPALINO,
GRAY ESTHER SIMANCA
RAPALINO, CARLOS
ANDRES SIMANCA
CLAVIJO, CARLOS
ALBERTO SIMANCA
RAPALINO

LA NACION - FISCALIA
GENERAL DE LA
NACION, MINISTERIO
DE JUSTICIA, NACION -
RAMA JUDICIAL

Acción de
Reparación
Directa

25/09/2023
Auto Rechaza
Recurso de
Reposición

J00Se rechaza por
improcedente el recurso de
reposición y en subsidio
apelación, incoado por el
apoderado de los ejecutantes
contra la providencia de fecha
seis 6 de septiembre de 2023 .
Documento fir...

Juzgados Administrativos de Valledupar-Juzgado Administrativo 003 Oralidad
ESTADO DE FECHA: 26/09/2023
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3
20001-33-33-
003-2023-00156-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

MARIA CRISTINA
VILLAMIZAR
CONTRERAS

MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Conciliación 25/09/2023
Auto Aprueba
Conciliación
Prejudicial

J00Se aprueba la conciliación
lograda entre los apoderados
judiciales de la señora Maria
Cristina Villamizar Contreras y
el Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del
Magisterio, en la audiencia
cele...

4
20001-33-33-
003-2023-00229-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

EDUARDO ENRIQUE -
BORNACHERA ARIAS

MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Conciliación 25/09/2023
Auto Aprueba
Conciliación
Prejudicial

J00Se aprueba la conciliación
lograda entre los apoderados
judiciales del señor Eduardo
Bornachera Arias y el Fondo
Nacional de Prestaciones
Sociales del Magisterio, en la
audiencia celebrada en el De...

5
20001-33-33-
003-2023-00297-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO FAYTEX S.A.S

FEDERACION
NACIONAL DE
CULTIVADORES DE
PALMA DE ACEITE -
FEDEPALMA

Acciones de
Cumplimiento 25/09/2023

Auto Declara
Incompetencia
y Ordena
Remisión al
Competente

HCJAuto Remite Por
Competencia al Tribunal
Administrativo del Cesar .
Documento firmado
electrónicamente por:SANDRA
PATRICIA PEÑA SERRANO
fecha firma:Sep 25 2023
10:59AM...
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20001-33-33-
003-2023-00299-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

EVER ENRIQUE
BOLAÑO SANCHEZ

MINISTERIO DE
EDUCACION NAL -
FOMAG

Conciliación 25/09/2023
Auto Aprueba
Conciliación
Prejudicial

J00Se aprueba la conciliación
lograda entre los apoderados
judiciales del señor Eber
Enrique Bolaño Sanchez y el
Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del
Magisterio, en la audiencia
celebrada en el...
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20001-33-33-
003-2023-00409-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

MILCIADES PEREZ F.
CONSTRUCCIONES
S.A.S

MUNICIPIO DE
BECERRIL

Acción de
Nulidad y
Restablecimiento
del Derecho

25/09/2023 Auto de
Tramite

J00Se remite a la Oficina
Judicial de la Dirección
Ejecutiva Seccional de
Administración Judicial de
Valledupar, el expediente de la
referencia, para que sea
repartido entre los Juzgados
Administrativ...

8
20001-33-33-
003-2023-00411-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

ALBIN RAFAEL
VASQUEZ BAYONA,
JULIO ALEJANDRO
VASQUEZ BAYONA,
EDGAR LEONARDO
VASQUEZ BAYONA

E.S.E. HOSPITAL LOCAL
LA CANDELARIA DE
RIOVIEJO BOLÍVAR

Acción de
Reparación
Directa

25/09/2023 Auto admite
demanda

J00Se admite demanda del
presente proceso. . Documento
firmado electrónicamente
por:SANDRA PATRICIA PEÑA
SERRANO fecha firma:Sep 25
2023 10:59AM...

9
20001-33-33-
003-2023-00433-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

WENCESLADA ANTONIA
GUTIERREZ
GUTIERREZ, DORALBA
MAESTRE GUTIERREZ,
BENILDA DEL CARMEN
MAESTE GUTIERREZ,
ORFELINA MARIA
MAESTRE GUTIERREZ ,
ORLANDO FRANCISCO
GUTIERREZ MAESTRE

NACION - MINISTERIO
DE DEFENSA -
EJERCITO NACIONAL

Acción de
Reparación
Directa

25/09/2023 Auto inadmite
demanda

J00Se inadmite demanda del
presente proceso y se le
concede a la parte demandante
el plazo de diez 10 días, para
que corrija el defecto señalado,
so pena de rechazar la
demanda. . Documento firmado
el...
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20001-33-33-
003-2023-00435-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

DIANA ELENA MARQUEZ
CASTRO, NICOLE MARIA
MARQUEZ TORRES Y
OTROS, LENIS ROSA
COTES

NACION - MINISTERIO
DE DEFENSA -
EJERCITO NACIONAL

Acción de
Reparación
Directa

25/09/2023 Auto inadmite
demanda

J00Se inadmite demanda del
presente proceso y se le
concede a la parte demandante
el plazo de diez 10 días, para
que corrija el defecto señalado,
so pena de rechazar la
demanda. . Documento firmado
el...
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20001-33-33-
003-2023-00436-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

PLINIO DE JESUS MEZA
VIANA, MARIA ALICIA
VIANA DE MEZA, LUZ
MARINA MEZA VIANA,
MARIA HELENA MEZA
VIANA, LUIS CARLOS
MEZA VIANA, WILLIAM
MEZA VIANA, EDUARDO
ELKIN MEZA VIANA,
JORGE ENRIQUE ROJAS
VIANA, JUAN PABLO
ROJAS VIANA

NACION - MINISTERIO
DE DEFENSA -
EJERCITO NACIONAL

Acción de
Reparación
Directa

25/09/2023

Auto Declara
Incompetencia
y Ordena
Remisión al
Competente

J00Se declarar la Falta de
Competencia por el factor
territorial, para conocer el
presente proceso, y Por
Secretaría, envíese el
expediente a la Oficina Judicial
de la Dirección Ejecutiva
Seccional de...
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20001-33-33-
003-2023-00441-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

YUMA CONCESIONARIA
S.A MUNICIPIO DE EL PASO Acciones de

Cumplimiento 25/09/2023 Auto inadmite
demanda

HCJAuto Inadmite Acción de
Cumplimiento . Documento
firmado electrónicamente
por:SANDRA PATRICIA PEÑA
SERRANO fecha firma:Sep 25
2023 10:59AM...
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20001-33-33-
003-2023-00443-
00

SANDRA PATRICIA
PEÑA SERRANO

LEONEL ANTONIO ARIAS
ARIAS

MINISTERIO DE
DEFENSA -EJÉRCITO
NACIONAL

Acción de
Reparación
Directa

25/09/2023 Auto inadmite
demanda

J00Se inadmite demanda del
presente proceso y se le
concede a la parte demandante
el plazo de diez 10 días, para
que corrija el defecto señalado,
so pena de rechazar la
demanda. . Documento firmado
el...
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
          Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 
 

  

DEMANDANTE: Milciades Pérez F. Construcciones SAS.  

DEMANDADO: Municipio de Becerril- Cesar. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2023-00409-00 
 

 

Procedente de la Oficina Judicial de la Dirección Ejecutiva Seccional de 
Administración Judicial Valledupar, el proceso de la referencia el cual fue 
asignado a este Despacho, según acta de individual de reparto, secuencia 
3073 del 23 de agosto de 2023.1  
 

Se observa que la presente demanda, se realizó el reparto en el grupo 
“Nulidad y Restablecimiento del Derecho Otros Asuntos”2 sin haberse tenido 
en cuenta que -es una demanda en ejercicio del medio de control de “Nulidad 
y Restablecimiento del Derecho de Carácter Tributario”- tal como se 
desprende del contenido de la demanda y sus anexos3. 
  
En consecuencia, se DISPONE remitir a la Oficina Judicial de la Dirección 
Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Valledupar, el expediente 
de la referencia para que sea repartido, en el grupo correspondiente al 
medio de control de “Nulidad y Restablecimiento del Derecho de 
Carácter Tributario”, entre los Juzgados Administrativos del Circuito 
de Valledupar- Cesar. 
 

En tal virtud, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR,  
 

RESUELVE. 
 

PRIMERO: REMITIR a la Oficina Judicial de la Dirección Ejecutiva Seccional 
de Administración Judicial de Valledupar, el expediente de la referencia, 
para que sea repartido entre los Juzgados Administrativos del Circuito de 
Valledupar, en los términos expuestos en esta providencia.   
 
 

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO. 
Jueza 

J03/SPS/cps 

 
1 Índice 2 SAMAI. 
2 Ibidem. 
3 Índice 3 SAMAI. 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
        Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 
 

MEDIO DE CONTROL: Reparación Directa.  

DEMANDANTE: Albín Rafael Vásquez Bayona y otros. 

DEMANDADO: ESE Hospital Local la Calendaría de Rioviejo-

Bolívar. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2023-00411-00 (Ley 2080/21). 

 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en 
consonancia con la Ley 2080 de 2021, SE ADMITE la demanda que en 
ejercicio del medio de control de la referencia instauró ALBIN RAFAEL 
VASQUEZ BAYONA y OTROS en contra de la ESE HOSPITAL LOCAL LA 
CANDELARIA DE RIOVIEJO- BOLIVAR. 
 
En consecuencia, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: NOTIFICAR la presente demanda de reparación directa al 
representante legal de la ESE HOSPITAL LOCAL LA CANDELARIA DE 
RIOVIEJO- BOLIVAR, o a quién este haya delegado la facultad de recibir 
notificaciones, conforme lo dispone el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
SEGUNDO: NOTIFICAR al Agente del Ministerio Público delegado ante este 
Despacho - Procurador 75 Judicial I para Asuntos Administrativos -, 
conforme lo dispone el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 modificado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021 a la siguiente cuenta 
de correo electrónico aibarra@procuraduria.gov.co.  
 
TERCERO: NOTIFICAR personalmente a la AGENCIA NACIONAL DE 
DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, conforme lo dispone el artículo 199 de 
la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de 
enero de 2021. 
 
CUARTO: NOTIFICAR por estado electrónico a la parte demandante, como 
lo indica el artículo 201 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 50 de la Ley 
2080 del 25 de enero de 2021. 
 
QUINTO: NO se ordenará el pago de gasto ordinarios del proceso, toda vez 
que en el acuerdo PCSJA21-11830 del 17 de agosto de 2021, en su artículo 
2 numeral 3, indicó que las notificaciones electrónicas no tendrán costo.  
 
SEXTO: CORRER traslado de la demanda por el término de treinta (30) días 
a la entidad demandada, al Ministerio Público y a los terceros, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 

mailto:aibarra@procuraduria.gov.co


 

                                                                                                                                                                          

 
SÉPTIMO: REQUIÉRASE a la parte demandada para que con la 
contestación de la demanda allegue al plenario, el expediente administrativo 
que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se 
encuentren en su poder, so pena de que el funcionario encargado se 
constituya en falta disciplinaria gravísima sancionable, de conformidad con 
lo consagrado en el parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A. 
  
OCTAVO: RECONOCER personería al Dr. Eden Yamith Jaimes Reina, 
identificado con la C.C. 88.233.367 y T.P. No. 116.594 del C. S. de la J. 
como apoderado judicial de los demandantes en los términos de los poderes 
conferidos.  
 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO. 
Jueza. 

J03/SPS/cps 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
        Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 
 

MEDIO DE CONTROL: Reparación Directa. 

DEMANDANTE: Wenceslada Gutiérrez Gutiérrez y otros. 

DEMANDADO: Ministerio de Defensa- Ejército Nacional. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2023-00433-00 (Ley 2080/21) 

 
 

Procede el Despacho a estudiar la demanda que, en ejercicio del medio de 
control de Reparación Directa, instaurada por Wenceslada Gutiérrez 
Gutiérrez y otros en contra del Ministerio de Defensa - Ejército Nacional, en 
los términos de la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 2080 de 2021. 
 
 

Se observa que los poderes1 otorgados por los demandantes, no se confirió 
a través de mensaje de datos proveniente de la cuenta de correo electrónico 
de estos y del profesional del derecho que manifiesta fungir como su 
apoderado, por lo tanto, debía llevar consigo la constancia de presentación 
personal.   
 

Por ende, dicho poder debió otorgarse en debida forma, es decir, optando 
por la presentación personal del poder o su otorgamiento a través de 
mensaje de datos con las previsiones del artículo 5 de la Ley 2213 de 20222. 
 

Por lo expuesto, se inadmitirá la demanda y se conminará al apoderado de 
la parte demandante para que revise y corrija los defectos anotados dentro 
del término de diez (10) días, so pena de aplicar las consecuencias 
estipuladas en el numeral 2° del artículo 169 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
 

En tal virtud, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos 
trazados en la parte considerativa de la presente providencia.   
 

SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el plazo de diez (10) días, 
para que corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda.  
  

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO. 
Jueza 

J03/SPS/cps 

 
1 Fl. 906 a 936. Índice 1 SAMAI. 
2 Por medio de la cual se establece la vigencia permanente del Decreto Legislativo 806 de 2020 y se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales 
y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia y se dictan otras disposiciones. 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
        Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 
 

MEDIO DE CONTROL: Reparación Directa. 

DEMANDANTE: Lenis Rosa Cotes González y otros. 

DEMANDADO: Ministerio de Defensa- Ejército Nacional. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2023-00435-00 (Ley 2080/21) 

 
 

Procede el Despacho a estudiar la demanda que, en ejercicio del medio de 
control de Reparación Directa, instaurada por Lenis Rosa Cotes González y 
otros en contra del Ministerio de Defensa - Ejército Nacional, en los términos 
de la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 2080 de 2021. 
 
 

Se observa que los poderes1 otorgados por los demandantes, no se confirió 
a través de mensaje de datos proveniente de la cuenta de correo electrónico 
de estos y del profesional del derecho que manifiesta fungir como su 
apoderado, por lo tanto, debía llevar consigo la constancia de presentación 
personal.   
 

Por ende, dicho poder debió otorgarse en debida forma, es decir, optando 
por la presentación personal del poder o su otorgamiento a través de 
mensaje de datos con las previsiones del artículo 5 de la Ley 2213 de 20222. 
 

Por lo expuesto, se inadmitirá la demanda y se conminará al apoderado de 
la parte demandante para que revise y corrija los defectos anotados dentro 
del término de diez (10) días, so pena de aplicar las consecuencias 
estipuladas en el numeral 2° del artículo 169 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
 

En tal virtud, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos 
trazados en la parte considerativa de la presente providencia.   
 

SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el plazo de diez (10) días, 
para que corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda.  
  

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO. 
Jueza 

J03/SPS/cps 

 
1 Fl. 485 a 506. Índice 1 SAMAI. 
2 Por medio de la cual se establece la vigencia permanente del Decreto Legislativo 806 de 2020 y se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales 
y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia y se dictan otras disposiciones. 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
        Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 
 

MEDIO DE CONTROL: Reparación Directa.  

DEMANDANTE: María Alicia Viana de Meza y otros. 

DEMANDADO: Ministerio de Defensa- Ejército Nacional. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2023-00436-00 (Ley 2080/21). 

 

 

MARIA ALICIA VIANA DE MEZA Y OTROS, en ejercicio del medio de control 
de Reparación Directa, consagrado en el artículo 140 del CPACA, por 
intermedio de apoderado judicial, presentaron demanda contra el 
MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO NACIONAL. 
 
Al examinar los presupuestos procesales para pronunciarse acerca de la 
admisión del presente medio de control, el Despacho encuentra que este 
carece de competencia por el factor territorial para conocer del mismo, 
veamos las razones: 
 

La ley 1437 de 2011 a efectos de fijar la competencia de los distintos Jueces 
y Tribunales de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, indica que esta 
atiende, entre otros, a los factores objetivo, subjetivo y territorial, los cuales 
se distinguen en razón a su naturaleza, a la calidad de las partes y al lugar 
donde acaecieron los hechos, el domicilio de alguna de las partes, entre 
otras. 
 

Es así como, para determinar la competencia por el factor territorial, el 
CPACA (ley 1437 de 2011) fijó como regla general para los asuntos de 
reparación directa, que la misma se determinará por el lugar donde se 
produjeron los hechos, las omisiones o las operaciones administrativas, o 
por el domicilio o sede principal de la entidad demandada a elección del 
demandante.  
 

En ese orden y en el caso concreto, observa el Despacho que no tiene 
competencia para conocer de este medio de control, toda vez que, el 
apoderado del extremo actor, en su escrito de demanda, acápite 
concerniente a los hechos, manifiesta que los mismos ocurrieron en el 
Departamento de la Guajira1, por lo que el Juez que está llamado a conocer 
del presente asunto, es el Juez Administrativo del Circuito de Riohacha 
(Reparto). 
 
Establecido como se encuentra que este despacho no tiene la competencia, 
lo procedente es declarar la falta de competencia territorial y remitir el 
expediente al competente según lo dispone el artículo 168 del C.P.A.C.A. 
 
Sin otras consideraciones, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 
Valledupar,  
 
 

 
1 Municipio de Urumita- la Guajira. Fl. 2 a 3. Índice 1 SAMAI. (demanda). 



 

                                                                                                                                                                          

RESUELVE. 
 

PRIMERO: Declarar la Falta de Competencia por el factor territorial, para 
conocer el presente proceso, de conformidad con lo expuesto.  
 
SEGUNDO: Por Secretaría, envíese el expediente a la Oficina Judicial de la 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Riohacha, para 
su correspondiente reparto a los Juzgado Administrativos del Circuito de 
Riohacha, conforme lo expuesto.  
 
TERCERO: Háganse las anotaciones de rigor en la Plataforma SAMAI.    
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO. 
Jueza. 

J03/SPS/cps 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
        Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 
 

MEDIO DE CONTROL: Reparación Directa. 

DEMANDANTE: Leonel Antonio Arias Arias. 

DEMANDADO: Ministerio de Defensa- Ejército Nacional. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2023-00443-00 (Ley 2080/21) 

 
 

Procede el Despacho a estudiar la demanda que en ejercicio del medio de 
control de Reparación Directa, instaurada por Leonel Antonio Arias Arias en 
contra del Ministerio de Defensa - Ejército Nacional, en los términos de la 
Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 2080 de 2021. 
 
 

Se observa que el poder1 otorgado por el demandante, no se confirió a 
través de mensaje de datos proveniente de la cuenta de correo electrónico 
de estos y del profesional del derecho que manifiesta fungir como su 
apoderado, por lo tanto, debía llevar consigo la constancia de presentación 
personal.   
 

Por ende, dicho poder debió otorgarse en debida forma, es decir, optando 
por la presentación personal del poder o su otorgamiento a través de 
mensaje de datos con las previsiones del artículo 5 de la Ley 2213 de 20222. 
 

Por lo expuesto, se inadmitirá la demanda y se conminará al apoderado de 
la parte demandante para que revise y corrija los defectos anotados dentro 
del término de diez (10) días, so pena de aplicar las consecuencias 
estipuladas en el numeral 2° del artículo 169 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
 

En tal virtud, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos 
trazados en la parte considerativa de la presente providencia.   
 

SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el plazo de diez (10) días, 
para que corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda.  
  

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO. 
Jueza 

J03/SPS/cps 

 
1 Fl. 893 a 894 Ïndice 1 SAMAI. 
2 Por medio de la cual se establece la vigencia permanente del Decreto Legislativo 806 de 2020 y se adoptan medidas para 
implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales 
y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia y se dictan otras disposiciones. 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL:   Conciliación 
DEMANDANTE:   Maria Cristina Villamizar Contreras 
DEMANDADO:   Nación- Ministerio de Educación Nacional – Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
RADICADO:   20001-33-33-003-2023-00156-00  
 
Procede el Despacho a estudiar si aprueba o imprueba el acuerdo conciliatorio al 
que llegaron las partes dentro de la audiencia celebrada el día diecisiete (17) de 
abril de 2023 en el proceso de la referencia.  
 

I. ANTECEDENTES. - 
 
La parte accionante Maria Cristina Villamizar Contreras por conducto de apoderado 
judicial constituido para el efecto, presentó solicitud de conciliación prejudicial de 
radicado E- 2023-128545 del 28 de febrero de 2023, ante la Procuraduría General 
de la Nación, correspondiéndole su conocimiento al Procurador 75 Judicial I Para 
Asuntos Administrativos.  
 
En el escrito de solicitud de conciliación prejudicial, pretende el apoderado de la 
convocante lo siguiente:  
 

“PRIMERO: Se declare la Nulidad del Acto Ficto configurado el día 27 DE DICIEMBRE DE 
-2022, que niega el reconocimiento de la sanción moratoria a mi mandante, de conformidad 
con los parámetros establecidos en la Ley 1071 de 2006 y la ley 1955 de 2019. 
 
SEGUNDO: Se ordene el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA al 
DEPARTAMENTO DEL CESAR y/o MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, establecida en la ley 
1071 de 2006 a mi mandante, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 
contados desde los 15 días siguientes al momento en que se radicó la solicitud de cesantía 
de mi representado (a), de conformidad con el artículo 57 de la ley 1955 de 2019. 
 
TERCERO: Se ordene el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA a LA NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FOMAG, establecida en la ley 1071 de 2006 
a mi mandante, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados 
desde los cuarenta y cinco (45) días hábiles siguientes, al momento en que quedó 
ejecutoriado el acto administrativo que reconoció las cesantías a mi mandante. 
 
CUARTO: Que, sobre el monto de la SANCIÓN POR MORA, se ordene el reconocimiento 
de la respectiva indexación hasta la fecha en que se efectúe el pago de esta obligación a 
cargo de cada una de las entidades, por haber quedado esta sanción estática y devaluada 
en el tiempo, conforme lo determinó el H.C.E. en sentencia de unificación del 18 de julio de 
2018”. 

 
II. HECHOS. - 

 
Los hechos en que la parte convocante, sustenta la solicitud de conciliación prejudicial, 
se pueden resumir de la siguiente manera: 
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Narra el apoderado de la parte demandante que la señora Maria Cristina Villamizar 
Contreras, laboró como docente al servicio del estado en el Municipio de 
Valledupar/Cesar.  
 
Manifiesta que el 09 de septiembre de 2019, solicitó el reconocimiento y pago de 
sus cesantías; reconocimiento que fue efectuado mediante la Resolución No. 01117 
del 16 de septiembre de 2019 y canceladas el día 18 de diciembre de 2019, es decir 
con posterioridad al término de los 70 días hábiles establecidos en el artículo 4º de 
la Ley 1071 de 2006. 
 
Indica que el plazo máximo con el que contaba el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio para cancelar las cesantías era el 30 de septiembre de 2019, 
por lo que entre esta fecha y la fecha en la que se efectúo el pago transcurrieron 23 
días de mora. 
 

III. PRUEBAS QUE OBRAN EN LA CONCILIACIÓN. - 
 
Con el escrito de solicitud de conciliación, fueron presentadas las siguientes:  
 

 Copia de la reclamación administrativa realizada al fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio de fecha 27 de septiembre de 2022 
(Actuación 01 Samai, folio 14) 

 Copia de la Resolución No. 01117 del 16 de septiembre de 2019 por medio 
de la cual se reconocen unas cesantías a la señora Maria Cristina Villamizar 
Contreras, (Actuación 01 Samai, folio19,20) 

 Certificación de la fecha en la que quedó disponible el dinero a favor de la 
señora Maria Cristina Villamizar Contreras, de fecha 07 de septiembre de 2022 
(Actuación 01 Samai, folio 23)  

 
IV. DE LA CONCILIACIÓN. - 

 
El dia diecisiete (17) de diciembre de 2023, acudieron las partes ante el Procurador 
75 Judicial I Para Asuntos Administrativos, para llevar a cabo audiencia de 
conciliación en la que se llegó entre otras cosas al siguiente acuerdo conciliatorio: 

A continuación se concede el uso de la palabra al apoderado de la NACION –MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN – FOMAG, con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el 
comité de conciliación en relación con la solicitud incoada indicando: (Ver videograbación 
para mayor ilustración).  
Específicamente, para el presente asunto, presenta la siguiente propuesta conciliatoria: 
“Fecha de solicitud de las cesantías: 09 de septiembre de 2019 Fecha de pago: 18 de 
diciembre de 2019 No. de días de mora: 22 Asignación básica aplicable: $ 3.919.989 Valor 
de la mora: $ 2.874.652 Propuesta de acuerdo conciliatorio: $ 2.874.652 (100%) De acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 3, numerales 3.2 y 3.5 del Acuerdo No. 001 de 1 de octubre 
de 2020, la presente propuesta se encuentra estructurada conforme a la información 
suministrada en la convocatoria a conciliar, en razón a que la sanción moratoria es un 
derecho de carácter discutible y conciliable, que se reclama a través de la denominada 
justicia rogada. Lo anterior, atendiendo a que corresponde a las entidades estatales la 
salvaguarda del patrimonio público. Tiempo de pago después de la aprobación judicial de 
la conciliación: 1 MES (DESPUÉS DE COMUNICADO EL AUTO DE APROBACIÓN 
JUDICIAL). No se reconoce valor alguno por indexación. La presente propuesta de 
conciliación no causará intereses entre la fecha en que quede en firme el auto aprobatorio 
judicial y durante el mes siguiente en que se haga efectivo el pago. Se paga la 
indemnización con cargo a los títulos de tesorería de conformidad con lo establecido en la 
Ley 1955 de 2019 (Plan Nacional de Desarrollo) y el Decreto 2020 de 2019, y de acuerdo 
con la adición presupuestal de $440.000.000.000 aprobada por el Consejo Directivo de 
FOMAG en sesión ordinaria de 9 de diciembre de 2019.” 
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  V. CONSIDERACIONES. - 
 
La conciliación contenciosa administrativa, se encuentra consagrada en el Capítulo 
V de la Ley 640 de 2001, en el que se indica que la misma sebe ser adelantada por 
los agentes del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción1.  
 
Por su parte, el artículo 24 de la Ley en mención, indica que las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo deben ser 
remitidas a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su celebración, al 
Juez o Corporación competente para conocer de la acción judicial respectiva, a 
efectos de que imparta su aprobación o improbación. La norma citada señala:  

“ARTICULO 24. APROBACIÓN JUDICIAL DE CONCILIACIONES EXTRAJUDICIALES EN 
MATERIA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Las actas que contengan conciliaciones 
extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán a más tardar dentro de 
los tres (3) días siguientes al de su celebración, al Juez o Corporación que fuere competente 
para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable”-Sic para lo trascrito-  

Así las cosas, se tiene la conciliación como una forma de solución alternativa de los 
conflictos pretende la descongestión de los Despachos Judiciales y a su vez 
garantizar un eficaz acceso a la administración de justicia y el consecuente 
cumplimiento de los principios que inspiran el ordenamiento y los fines esenciales del 
Estado contenidos en el Preámbulo y en el artículo 2° de la Constitución, en particular 
los de la justicia, la paz y la convivencia. 
 
Por su parte, el H. Consejo de Estado2, ha manifestado que para que el Juez pueda 
aprobar un acuerdo conciliatorio suscrito por las partes, debe el operador judicial, 
verificar el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) la acción no debe estar 
caducada; (ii) el acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos 
económicos disponibles por las partes; (iii) las partes deben estar debidamente 
representadas y sus representantes tener capacidad para conciliar; y (iv) el acuerdo 
conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley y no 
resultar lesivo para el patrimonio público, tal como a continuación se señala:  

“Para que el juez pueda aprobar el acuerdo al que lleguen las partes, es necesario verificar el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 

1. La acción no debe estar caducada (art. 61 ley 23 de 1.991, modificado por el art. 81 Ley 446 
de 1.998). 

Los actores a través de apoderado judicial presentaron la demanda el 30 de abril de 2001 y los 
hechos que dan lugar a dicha reclamación ocurrieron el 7 y 8 de marzo de 2000, es decir, que 
la demanda se presentó oportunamente, dentro del término establecido por el artículo 136-8 del 
C.C.A. para intentar la acción de reparación directa. 

2. El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles por 
las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1.998).  

Toda vez que lo reclamado por los actores es la indemnización de perjuicios ocasionados a raíz 
de la toma guerrillera ocurrida durante la noche del 7 y el amanecer del 8 de marzo de 2000, en 
la población de El Bordo Patía, Cauca, hechos y pretensiones relacionados en la demandada y 
que dieron lugar al presente proceso, puede la Sala calificar la controversia como de carácter 
particular y de contenido económico, y los derechos que en ella se discuten pueden ser tenidos 
como disponibles y por tanto transigibles, condición sine qua non para que estos sean 

                                                           
1  ARTICULO 23. CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Las conciliaciones 

extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 

jurisdicción.  

2  CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, sentencia de fecha 6 de diciembre de 2010, con ponencia 
de la Consejera Dra. OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ, dentro del expediente radicado bajo el No. interno 33462.  
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susceptibles de conciliación en conformidad con lo establecido en el artículo 2° del decreto 1818 
de 1998. 

3. Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes tener capacidad 
para conciliar.  

Las partes comparecieron al proceso a través de sus apoderados judiciales, en virtud de los 
poderes que les fueron conferidos con facultad expresa para conciliar (fols. 2 a 15 y 535 del 
cuad. Ppal No 2 y 4, respectivamente). 

4. El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley y 
no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65 A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 1998).  

Revisado el material probatorio existente en el expediente, la Sala encuentra que en el fallo de 
primera instancia, el a quo hace afirmaciones como estas: “Para acreditar la condición de 
dueños del inmueble por el cual reclaman, los demandantes aportaron con la demanda copia 
del folio de matrícula inmobiliaria correspondientes al inmueble distinguido con número 128-
0003681... (folio 41 Cdno Ppal). Con fundamento en el documento antes señalado encuentra la 
Sala debidamente acreditada la legitimación de los señores HOYOS MESA para reclamar 
indemnización por este concepto a raíz de los daños sufridos en este caso por el inmueble del 
que son titulares de dominio”. (folio 487. C. 4). (…)”-Se subraya y resalta por fuera del texto 
original-. 

Así las cosas, procede el Despacho a estudiar si la conciliación suscrita por las 
partes el día 14 de diciembre de 2022, ante la Procuradora 76 Judicial I Para 
Asuntos Administrativos, cumple con los requisitos señalados por la jurisprudencia, 
para proceder a su aprobación: 

1. QUE LA ACCIÓN NO ESTE CADUCADA. 

En el presente caso, se tiene que las pretensiones del convocante versan sobre la 
sanción moratorio por el pago tardío de las cesantías que fueron reconocidas mediante 
la Resolución N° 01117 de 16 de septiembre de 2019, petición que en caso de no 
prosperar podría ser reclamada en sede judicial por medio de una acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, que de conformidad con lo indicado en el numeral d) del 
artículo 164 del CPACA. d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del 
derecho, la demanda deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses 
contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o 
publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones 
establecidas en otras disposiciones legales; 

Así las cosas, se tiene que se pretende la nulidad de un acto ficto configurado frente 
a la petición presentada el día 27 de septiembre de 2022 ante el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, sin embargo, es menester advertir que el artículo 
164 de la Ley 1437 de 2011, señala expresamente que cuando el acto administrativo 
que se ataca es producto del silencio administrativo no está sometido a término de 
caducidad así:  

Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares 
de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 
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Razón por la cual advierte el Despacho que a la fecha de presentación de la 
conciliación ante la Procuraduría General de la Nación la demandante estaba en 
termino para presentar el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.  
 
2. QUE EL ACUERDO VERSE SOBRE DERECHOS ECONÓMICOS 
DISPONIBLES POR LAS PARTES. 
 
En el escrito de conciliación, señala el convocante, que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio adeuda a la demandante, la sanción moratoria 
por el pago tardío de sus cesantías y la parte demandada a su vez presenta una 
propuesta económica para resolver el asunto, por lo que conviene precisar que los 
derechos que se conciliaron en sede prejudicial son de contenido particular y 
económico, toda vez que surgen de la relación laboral existente entre la actora y la 
demandada 
 
3. CAPACIDAD PARA SER PARTE, PARA CONCILIAR Y AUTORIDAD 
COMPETENTE PARA SU CELEBRACIÓN:  
 
En el caso que nos ocupa la conciliación prejudicial fue asistida por la doctora 
Mónica María Escobar Ocampo, en representación de la demandante, condición 
que fue acreditada con la sustitución de poder que obra a folio 30 (Actuación Samai 
1), en el que se observa que la profesional del derecho cuenta con la facultad 
expresa para conciliar y que el mismo le fue otorgado por la demandante.  

Así mismo, por el apoderado sustituto del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio David Cubillos Morales, el cual contaba con la facultad expresa para 
conciliar conforme al poder visto en el folio 81-82 (Actuación Samai 1).  

Además, por el apoderado del Municipio de Valledupar Manuel Nicolas Daza, el cual 
contaba con la facultad expresa para conciliar conforme al poder visto en el folio 36 
(Actuación Samai 1) 

Aunado a lo anterior, se encuentra certificado de comité de conciliación en la que 
se indican los parámetros para conciliar en el caso de la convocante. 

4. QUE EL ACUERDO CUENTE CON LAS PRUEBAS NECESARIAS, QUE NO 
SEA VIOLATORIO DE LA LEY, NI RESULTE LESIVO PARA EL PATRIMONIO 
PÚBLICO. 

Al respecto, es necesario hacer las siguientes precisiones frente a la sanción 
moratoria. 

El Consejo de Estado, Sección Segunda, en sentencia de unificación CE-SUJ-SII-
012-2018 de 18 de julio de 2018, ratificó la posición que se venía manejando en 
este sentido: 
 

 3.2. Exigibilidad de la sanción moratoria  
 

i) Hipótesis de falta de pronunciamiento, o pronunciamiento tardío.- 
 
83. Sobre el particular, la Sección Segunda evidencia con relación al 
reconocimiento de la sanción moratoria tanto a docentes del sector oficial, como 
a la generalidad de los servidores públicos, que aún falta por precisar el momento 
a partir del cual se hace exigible la sanción por mora en el evento en que la 
administración guarde silencio frente a la solicitud de reconocimiento de las 
cesantías parciales y definitivas, o se pronuncie de manera tardía.  
 
84. Lo anterior, fue un aspecto objeto de análisis en la Sentencia de Unificación 
de 27 de marzo de 2007, proferida por la Sala Plena de esta Corporación3, en la 
que se determinó que el mecanismo jurídico procedente cuando se pretenda el 

                                                           
3 Rad. 76001-23-31-000-2000-02513-01 (IJ). C.P. Jesús María Lemos Bustamante.  
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reconocimiento de la sanción ante la mora en el pago de las cesantías de los 
servidores públicos, era la acción, hoy medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, y solo en el caso concreto se refirió a la exigibilidad 
de la obligación, en tanto la administración guardó silencio frente a la petición de 
reliquidación de la prestación social. En consecuencia, ello solo fue analizado 
como un aspecto de la obiter dicta4, pero no constituyó la ratio decidendi que 
permita resolver, en adelante, casos similares frente a tal problemática jurídica.  
 
85. Al respecto, en el Proyecto de Ley 38 de 1995 y que es la Ley 244 de 19955, 
el Senado de la República expuso que si bien el artículo 53 de la Constitución 
Política previó que «El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste 
periódico de las pensiones legales, […]», ello no implicaba que las demás 
prestaciones y retribuciones de carácter laboral no fueran pagadas dentro del 
término legal; ya que por el contrario, al constituir ese fruto el sustento de los 
empleados y sus familiares era necesario enervar cualquier situación irregular que 
conllevara a la demora en las cancelación de las cesantías, pues correspondía a 
sumas de dinero que generaban intereses elevados a favor de la entidad, pero sin 
que su valor se reconociera al funcionario.  
 
86. Igualmente, el legislador señaló que los motivos por los cuales se expidió dicha 
norma jurídica consistió en equiparar a los servidores públicos frente a los 
trabajadores del sector privado en materia de cesantías, a quienes el legislador 
en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo les otorgó la sanción a cargo 
del patrono, en el evento en que finalizada la relación laboral, no cancelara de 
forma inmediata los salarios y prestaciones sociales e inclusive, ante el retardo de 
la consignación anualizada de dichos emolumentos. Lo anterior, debido a que no 
existía ninguna norma equivalente en el ámbito oficial.  
 
87. Así mismo, se consideró la dificultad en el trámite que deben adelantar dichos 
funcionarios para lograr el cobro de sus cesantías ante la administración, en los 
siguientes términos:  
 
«[…] especialmente en relación a los servidores públicos, comienza un largo 
período de burocracia y tramitología para lograr el cobro de sus cesantías, bien 
porque requiera la liquidación parcial, o porque ha terminado su vinculación laboral 
con la administración; circunstancias éstas que traen consigo, la posibilidad y 
efectividad de corrupción, porque ante la necesidad económica del trabajador, se 
hace presente la mordida o coima para los funcionarios que están en la obligación 
de hacer esos trámites. Este hecho origina además cierto tipo de favorecimiento 
y que se modifique el orden de radicación de las solicitudes prácticamente al mejor 
postor.  
 
Además de este factor de corruptela y tras la tortuosa espera, cuando al final se 
paga al trabajador su cesantía, tan sólo se le entrega lo que certificó la entidad 
patronal meses, y hasta años, atrás, al momento de la liquidación. Ni un peso más. 
No obstante que la entidad pagadora, los Fondos, durante todo ese tiempo han 
estado trabajando esos dineros a unos intereses elevados, con beneficio para la 
institución, pero sin ningún reconocimiento para el trabajador. 
[…]»6 
 
88. Aunado a lo anterior, el legislador consideró que el término perentorio para la 
liquidación de las cesantías busca que la administración expida la resolución en 
forma oportuna y expedita para evitar corrupción, favorecimientos indebidos y 
perjuicios a los empleados.  
 

                                                           
4 Al respecto, la Sentencia C-836 de 9 de agosto de 2001. M.P. Rodrigo Escobar Gil. «Si la parte de las sentencias que tiene 
fuerza normativa son los principios y reglas jurídicas, ello significa que no todo el texto de su motivación resulta obligatorio.  
Para determinar qué parte de la motivación de las sentencias tiene fuerza normativa resulta útil la distinción conceptual que 
ha hecho en diversas oportunidades esta Corporación entre los llamados obiter dicta o afirmaciones dichas de paso, y los 
ratione decidendi o fundamentos jurídicos suficientes, que son inescindibles de la decisión sobre un determinado punto de 
derecho. Sólo estos últimos resultan obligatorios, mientras los obiter dicta, o aquellas afirmaciones que no se relacionan de 
manera directa y necesaria con la decisión, constituyen criterios auxiliares de la actividad judicial en los términos del inciso 2º 
del artículo 230 de la Constitución Política.» 
5 «por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías 
 definitivas o parciales a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación.» 
6 Gaceta del Congreso. 214 -264. Senado y Cámara. Año IV- No. 225, agosto. Tomo 8. 1995.  
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89. Ahora, si bien en la exposición de motivos se consideró la sanción moratoria 
frente al incumplimiento en el pago de las cesantías parciales o definitivas de los 
servidores públicos, la Ley 244 de 1995 en su artículo 1 únicamente previó tal 
penalidad frente a las primeras [definitivas]. 
 
90. Por lo anterior, se expidió la Ley 1071 de 20067, que consagró las 
circunstancias en que los empleados se encontraban facultados para solicitar el 
retiro parcial de sus cesantías8. Frente a los motivos de la adición a la anterior 
disposición, en el Proyecto de Ley del Senado 44 de 2005, se manifestó la 
necesidad de que las normas expedidas en materia laboral se basaran en la 
Constitución Política, por lo que insistió en que debía legislarse con las mismas 
garantías para quienes desarrollaran sus labores en el sector privado como para 
los del sector público. En esta oportunidad, el legislador consideró lo siguiente:  
 
«[…] Esta diferencia hace necesario que se unifique el régimen prestacional 
especialmente en lo que tiene que ver con el retiro de las cesantías parciales, el 
cual cubriría y beneficiaría a todos los funcionarios públicos y servidores estatales 
de las tres Ramas del Poder Público, incluida la Fiscalía General, los Órganos de 
Control, las Entidades que prestan servicios públicos y de educación. Se busca 
involucrar a todo el aparato del Estado tanto al nivel nacional como territorial.»9 
(Se destaca).  
 
91. De conformidad con la exposición de las normas que contemplan el plazo para 
el reconocimiento de las cesantías parciales o definitivas, y pese a que el 
parágrafo del artículo 5º, previó la sanción respecto del incumplimiento en el pago, 
más no en el reconocimiento de la prestación social, de acuerdo con la teleología 
del legislador, se establece que precisamente una de las razones por las cuales 
se contempló la penalidad fue en aras de establecer una limitación al defectuoso 
funcionamiento de la administración pública que debido a los procesos 
burocráticos y la corrupción posibilitaba cambiar el orden de radicación de las 
peticiones encaminadas al reconocimiento de la prestación social, 
aprovechándose de la urgencia del empleado para proveer sus necesidades 
básicas y de su familia10, o simplemente no emitiría el acto administrativo con el 
fin de que el plazo para la cancelación del valor no iniciase, y por ende, se 
condicionaría la norma a la actuación de la entidad pública empleadora. 
 
92. Es preciso indicar así, que el establecimiento de un término para el 
reconocimiento de la cesantía y de otro para que se efectúe su pago efectivo, 
busca proteger al trabajador garantizando el cometido de tal prestación, y que 
justamente con ella, se pueda solventar la eventualidad para la cual la solicitó -
parciales- o por la que se causó -definitivas-. 
 
93. Así las cosas, no pueden confundirse los mencionados términos de expedición 
del acto de reconocimiento de la cesantía y de su pago efectivo, con el previsto 
por el legislador con el propósito de configurar una decisión presunta resultado del 
silencio administrativo, y menos para entender causada por ésta la sanción por 
mora; pues, ésta penalidad se encuentra justificada por el simple incumplimiento 
de la obligación de pago, no por la ficción legal de que la petición que sobre tal 
prestación se hizo no tuvo respuesta, asumiéndola como negativa por definición. 
 
94. En criterio de la Sala, éste debe ser el real entendimiento de la sanción 
moratoria por no expedir el acto de reconocimiento en término, pues lo contrario 
sería asumir que la simple inacción de la administración impediría la causación de 
la penalidad analizada en esta sentencia, en detrimento de la filosofía de la 
cesantía y de los derechos del trabajador. 
 

                                                           
7 «por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a 
los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación.» 
8 «Artículo 3°. Retiro parcial de cesantías. Todos los funcionarios a los que hace referencia el artículo 2° de la presente norma 
podrán solicitar el retiro de sus cesantías parciales en los siguientes casos: 
1. Para la compra y adquisición de vivienda, construcción, reparación y ampliación de la misma y liberación de gravámenes 
del inmueble, contraídos por el empleado o su cónyuge o compañero(a) permanente. 
2. Para adelantar estudios ya sea del empleado, su cónyuge o compañero(a) permanente, o sus hijos.» 
9 Gaceta del Congreso. Antecedentes Ley 1071 de 2006.  
10 Gaceta del Congreso. Proyecto de Ley 38 de 1995. Senado de la República de Colombia 
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95. En consecuencia, la Sección Segunda de esta Corporación fija la regla 
jurisprudencial concerniente a que en el evento en que la administración no 
resuelva la solicitud de la prestación social –cesantías parciales o definitivas- o lo 
haga de manera tardía, el término para el cómputo de la sanción moratoria iniciará 
a partir de la radicación de la petición correspondiente, de manera que se contarán 
15 días hábiles para la expedición del acto administrativo de reconocimiento (Art. 
4 L. 1071/200611), 10 del término de ejecutoria de la decisión (Arts. 76 y 87 de la 
Ley 1437 de 201112) [5 días si la petición se presentó en vigencia del Código 
Contencioso Administrativo – Decreto 01 de 1984, artículo 5113], y 45 días hábiles 
a partir del día en que quedó en firme la resolución. Por consiguiente, al 
vencimiento de los 70 días hábiles discriminados en precedencia, se causará la 
sanción moratoria de que trata el artículo 5 de la Ley 1071 de 200614.” (sic) 
 

Así mismo, encuentra el Despacho que la parte demandante como ya se mencionó 
en el acápite de pruebas, aportó las resoluciones de reconocimiento de las 
cesantías y el Fondo Nacional del Magisterio reconoció haber hecho el pago de las 
cesantías reconocidas de manera tardía y por la cual se generó la sanción.  

De otro lado, al verificar el acuerdo suscrito por las partes, se advierte que el valor 
conciliado fue de dos millones ochocientos setenta y cuatro mil seiscientos 
cincuenta y dos pesos ($2.874.652.00) por concepto de sanción moratoria de 
cesantía es decir el 100% de las pretensiones de la demandante, así las cosas, se 
aprobará la conciliación presenta.  

 
Finalmente, debe indicarse que el acuerdo suscrito, no resulta perjudicial para la 
entidad convocada, teniendo en cuenta que como quedó demostrado en 
precedencia, la demandante tiene derecho al pago de la sanción moratoria lo que 
representa una alta posibilidad de condena en contra del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del magisterio, en consecuencia el acuerdo suscrito 
representa un beneficio y evita el menoscabo del patrimonio económico de la 
convocante como el de la entidad teniendo en cuenta las posibles futuras condenas.  

DECISIÓN. -  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la Ley,  

 

 

                                                           
11 «Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales 
a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación. 
[…] 
Artículo 4. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de liquidación de las 
cesantías definitivas o parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el 
reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos 
determinados en la ley.» 
12 «ARTÍCULO 76. oportunidad y presentación. Los recursos de reposición y apelación deberán interponerse por escrito en la 
diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días siguientes a ella, o a la notificación por aviso, o al vencimiento 
del término de publicación, según el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo, 
salvo en el evento en que se haya acudido ante el juez. 
[…] 
ARTÍCULO 87. FIRMEZA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Los actos administrativos quedarán en firme: 
1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso, desde el día siguiente al de su notificación, comunicación o publicación 
según el caso. 
2. Desde el día siguiente a la publicación, comunicación o notificación de la decisión sobre los recursos interpuestos. 
3. Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer los recursos, si estos no fueron interpuestos, o se 
hubiere renunciado expresamente a ellos. 
4. Desde el día siguiente al de la notificación de la aceptación del desistimiento de los recursos. 
5. Desde el día siguiente al de la protocolización a que alude el artículo 85 para el silencio administrativo positivo.» 
13 «Artículo 51. Oportunidad y presentación. De los recursos de reposición y apelación habrá de hacerse uso, por escrito, en 
la diligencia de notificación personal, o dentro de los cinco (5) días siguientes a ella, o a la desfijación del edicto, o a la 
publicación, según el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo. 
[…]  
Transcurridos los términos sin que se hubieren interpuesto los recursos procedentes, la decisión quedará en firme. 
[…]»  
14 «Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, 
a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del 
servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro.» 
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RESUELVE: 

PRIMERO: APROBAR la conciliación lograda entre los apoderados judiciales de la 
señora Maria Cristina Villamizar Contreras y el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, en la audiencia celebrada en el Despacho del Procurador 75 
Judicial I Para Asuntos Administrativos el día 17 de abril de 2023, de acuerdo con lo 
expuesto en la parte motiva de esta decisión.  

SEGUNDO: DECLARAR que el acta de acuerdo conciliatorio y el presente auto 
aprobatorio debidamente ejecutoriado, prestan mérito ejecutivo y tienen efectos de 
cosa juzgada. 

TERCERO: Por secretaria EXPÍDANSE copias con destino a las partes, de 
conformidad con las precisiones señaladas en el artículo 114 del C.G.P., las copias 
destinadas al convocante serán entregadas al Apoderado Judicial que ha venido 
actuando. 

CUARTO: Cumplido lo anterior, archívese el expediente, dejando previamente las 
anotaciones y constancias de rigor en el sistema de información judicial. 

 

Notifíquese, Comuníquese y Cúmplase, 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza  

J7/SPS/jyt 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL: Conciliación 
DEMANDANTE:         Eduardo Enrique Bornachera Arias 
DEMANDADO:              Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

      Prestaciones Sociales del Magisterio  
RADICADO:        20-001-33-33-003-2023-00229-00 
 
Procede el Despacho a estudiar si aprueba o imprueba el acuerdo conciliatorio al 
que llegaron las partes dentro de la audiencia celebrada el día ocho (8) de mayo de 
2023, en el proceso de la referencia.  
 

I. ANTECEDENTES. - 
 
La parte accionante Eduardo Bornachera Arias por conducto de apoderado judicial 
constituido para el efecto, presentó solicitud de conciliación prejudicial el día 27 de 
febrero de 2023, ante la Procuraduría General de la Nación, correspondiéndole su 
conocimiento a la Procuraduría 47 Judicial II Para Asuntos Administrativos.  
 
En el escrito de solicitud de conciliación prejudicial, pretende el apoderado de la 
convocante lo siguiente:  
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II. HECHOS. - 
 
Los hechos en que la parte convocante sustenta la solicitud de conciliación prejudicial 
se pueden resumir de la siguiente manera: 
 
Narra el apoderado de la parte demandante que el señor Eduardo Bornachera Arias, 
laboró como docente al servicio del Estado en el Departamento del Cesar.  
 
Manifiesta que el 3 de septiembre de 2019, solicitó el reconocimiento y pago de sus 
cesantías; reconocimiento que fue efectuado mediante la Resolución No. 1101 del 
09 de septiembre de 2019 y que esta cesantía no fue cancelada a tiempo. Es decir, 
ni la entidad territorial expidió el acto administrativo dentro de los quince (15) días 
que exige la ley, ni el Ministerio de Educación Nacional – Fomag – canceló la 
prestación de la cesantía dentro de los cuarenta y cinco (45) días hábiles que 
establece la ley para su pago. 
 
Indica que el plazo máximo con el que contaba el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio para cancelar las cesantías era el 11 de diciembre de 2019, 
por lo que entre esta fecha y la fecha en la que se efectúo el pago transcurrieron 
más de 22 días de mora contados a partir de los 70 días hábiles que tenían las 
entidades para reconocer y cancelar la cesantía hasta el momento en que se 
efectuó el pago. 
 

III. PRUEBAS QUE OBRAN EN LA CONCILIACIÓN. - 
 
Con el escrito de solicitud de conciliación, fueron presentadas las siguientes:  
 

 Copia de la reclamación administrativa realizada al fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio de fecha 21 de septiembre de 2022 (folio4 
del documento digital 02DemandaConciliacion202300229) 

 Copia de la Resolución N° 01101 de 9 de septiembre de 2019 por medio de la 
cual se reconocen unas cesantías al señor Eduardo Bornachera Arias, (folio 
19-21 del documento digital 02DemandaConciliacion202300229)  

 Certificación de la fecha en la que quedó disponible el dinero a favor del señor 
Eduardo Bornachera Arias, (folio 22-23 del documento digital 
02DemandaConciliacion202300229)  

 
IV. DE LA CONCILIACIÓN. - 

 
El día 14 de diciembre del 2022, acudieron las partes ante la Procuradora 76 Judicial 
I Para Asuntos Administrativos, para llevar a cabo audiencia de conciliación en la 
que se llegó entre otras cosas al siguiente acuerdo conciliatorio: 

En este estado de la diligencia, se concede el uso de la palabra al apoderado de la PARTE 
CONVOCADA MINEDUCACION - FOMAG, con el fin de que se sirva indicar la decisión 
tomada por el comité de conciliación de la entidad en relación con la solicitud incoada: “De 
conformidad con las directrices aprobadas por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial 
del Ministerio de Educación Nacional, las cuales se encuentran recogidas en el Acuerdo No. 
001 de 1 de octubre de 2020 «Por medio del cual se recogen las políticas, lineamientos, 
directrices, parámetros y reglas aprobados por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial 
del Ministerio de Educación Nacional en asuntos relacionados con la sanción moratoria por 
el pago tardío de cesantías a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio» aprobado en sesión No. 41 de 1 de octubre de 2020, modificado 
por el Acuerdo No. 001 de 4 de mayo de 2022 «Por el cual se modifica el Acuerdo No. 001 
de 1 de febrero de 2021», y conforme al estudio técnico presentado al comité de conciliación 
en el cual se informó que no se han realizado pagos administrativos por concepto de la 
obligación de que trata la presente certificación, la posición del Ministerio es CONCILIAR 
en la audiencia programada por el Despacho con ocasión a la convocatoria a conciliar 
promovida por EDUARDO ENRIQUE BORNACHERA ARIAS con CC 77008113 en contra 



 

3 
 

de la NACION - MINISTERIO DE EDUCACION - FOMAG, cuya pretensión es el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de cesantías (CESANTÍA 
PARCIAL POR REPARACIÓN - PRESUPUESTO ORDINARIO) reconocidas mediante 
Resolución No. 1101 de 09 de septiembre de 2019. Los parámetros de la propuesta son los 
siguientes: Fecha de solicitud de las cesantías: 03 de septiembre de 2019 Fecha de pago: 
11 de diciembre de 2019 No. de días de mora: 21 Asignación básica aplicable: $ 3.919.989 
Valor de la mora: $ 2.743.986 Propuesta de acuerdo conciliatorio: $ 2.743.986 (100%) De 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3, numerales 3.2 y 3.5 del Acuerdo No. 001 de 1 de 
octubre de 2020, la presente propuesta se encuentra estructurada conforme a la 
información suministrada en la convocatoria a conciliar, en razón a que la sanción moratoria 
es un derecho de carácter discutible y conciliable, que se reclama a través de la denominada 
justicia rogada. Lo anterior, atendiendo a que corresponde a las entidades estatales la 
salvaguarda del patrimonio público. Tiempo de pago después de la aprobación judicial de 
la conciliación: 1 MES (DESPUÉS DE COMUNICADO EL AUTO DE APROBACIÓN 
JUDICIAL). No se reconoce valor alguno por indexación. La presente propuesta de 
conciliación no causará intereses entre la fecha en que quede en firme el auto aprobatorio 
judicial y durante el mes siguiente en que se haga efectivo el pago. Se paga la 
indemnización con cargo a los títulos de tesorería de conformidad con lo establecido en la 
Ley 1955 de 2019 (Plan Nacional de Desarrollo) y el Decreto 2020 de 2019, y de acuerdo 
con la adición presupuestal de $440.000.000.000 aprobada por el Consejo Directivo de 
FOMAG en sesión ordinaria de 9 de diciembre de 2019.” A continuación, se concede el uso 
de la palabra al apoderado de la PARTE CONVOCADA MUNICIPIO DE VALLEDUPAR, con 
el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité de conciliación de la entidad 
en relación con la solicitud incoada: “El comité de conciliación decidió no conciliar la solicitud 
de la convocante EDUARDO ENRIQUE BORNACHERA ARIAS, de acuerdo a las 
consideraciones expuestas y aprobadas en la sesión de comité de fecha 15 de marzo de 
2023, tal como consta en el acta No. 007 inciso 1.8. En el que decide no conciliar las 
pretensiones de la convocante de acuerdo al análisis jurídico del apoderado del Municipio 
de Valledupar, debido a que en la presente se configura de manera clara la excepción de 
FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA por parte del ente territorial, como se menciona 
anterior que la entidad responsable de la carga prestacional para el caso de los docentes 
pertenecientes al régimen especial es el FOMAG no el Municipio de Valledupar” 

 

  V. CONSIDERACIONES. - 
 
La conciliación contenciosa administrativa, se encuentra consagrada en el Capítulo 
V de la Ley 640 de 2001, en el que se indica que la misma sebe ser adelantada por 
los agentes del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción1.  
 
Por su parte, el artículo 24 de la Ley en mención, indica que las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo deben ser 
remitidas a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su celebración, al 
Juez o Corporación competente para conocer de la acción judicial respectiva, a 
efectos de que imparta su aprobación o improbación. La norma citada señala:  

“ARTICULO 24. APROBACIÓN JUDICIAL DE CONCILIACIONES EXTRAJUDICIALES EN 
MATERIA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Las actas que contengan conciliaciones 
extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán a más tardar dentro de 
los tres (3) días siguientes al de su celebración, al Juez o Corporación que fuere competente 
para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable”-Sic para lo trascrito-  

Así las cosas, se tiene la conciliación como una forma de solución alternativa de los 
conflictos pretende la descongestión de los Despachos Judiciales y a su vez 
garantizar un eficaz acceso a la administración de justicia y el consecuente 
cumplimiento de los principios que inspiran el ordenamiento y los fines esenciales del 

                                                           
1  ARTICULO 23. CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Las conciliaciones 

extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 

jurisdicción.  
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Estado contenidos en el Preámbulo y en el artículo 2° de la Constitución, en particular 
los de la justicia, la paz y la convivencia. 
 
Por su parte, el H. Consejo de Estado2, ha manifestado que para que el Juez pueda 
aprobar un acuerdo conciliatorio suscrito por las partes, debe el operador judicial, 
verificar el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) la acción no debe estar 
caducada; (ii) el acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos 
económicos disponibles por las partes; (iii) las partes deben estar debidamente 
representadas y sus representantes tener capacidad para conciliar; y (iv) el acuerdo 
conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley y no 
resultar lesivo para el patrimonio público, tal como a continuación se señala:  

“Para que el juez pueda aprobar el acuerdo al que lleguen las partes, es necesario verificar el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 

1. La acción no debe estar caducada (art. 61 ley 23 de 1.991, modificado por el art. 81 Ley 446 
de 1.998). 

Los actores a través de apoderado judicial presentaron la demanda el 30 de abril de 2001 y los 
hechos que dan lugar a dicha reclamación ocurrieron el 7 y 8 de marzo de 2000, es decir, que 
la demanda se presentó oportunamente, dentro del término establecido por el artículo 136-8 del 
C.C.A. para intentar la acción de reparación directa. 

2. El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles por 
las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1.998).  

Toda vez que lo reclamado por los actores es la indemnización de perjuicios ocasionados a raíz 
de la toma guerrillera ocurrida durante la noche del 7 y el amanecer del 8 de marzo de 2000, en 
la población de El Bordo Patía, Cauca, hechos y pretensiones relacionados en la demandada y 
que dieron lugar al presente proceso, puede la Sala calificar la controversia como de carácter 
particular y de contenido económico, y los derechos que en ella se discuten pueden ser tenidos 
como disponibles y por tanto transigibles, condición sine qua non para que estos sean 
susceptibles de conciliación en conformidad con lo establecido en el artículo 2° del decreto 1818 
de 1998. 

3. Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes tener capacidad 
para conciliar.  

Las partes comparecieron al proceso a través de sus apoderados judiciales, en virtud de los 
poderes que les fueron conferidos con facultad expresa para conciliar (fols. 2 a 15 y 535 del 
cuad. Ppal No 2 y 4, respectivamente). 

4. El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley y 
no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65 A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 1998).  

Revisado el material probatorio existente en el expediente, la Sala encuentra que en el fallo de 
primera instancia, el a quo hace afirmaciones como estas: “Para acreditar la condición de 
dueños del inmueble por el cual reclaman, los demandantes aportaron con la demanda copia 
del folio de matrícula inmobiliaria correspondientes al inmueble distinguido con número 128-
0003681... (folio 41 Cdno Ppal). Con fundamento en el documento antes señalado encuentra la 
Sala debidamente acreditada la legitimación de los señores HOYOS MESA para reclamar 
indemnización por este concepto a raíz de los daños sufridos en este caso por el inmueble del 
que son titulares de dominio”. (folio 487. C. 4). (…)”-Se subraya y resalta por fuera del texto 
original-. 

Así las cosas, procede el Despacho a estudiar si la conciliación suscrita por las 
partes el día 14 de diciembre de 2022, ante la Procuradora 76 Judicial I Para 
Asuntos Administrativos, cumple con los requisitos señalados por la jurisprudencia, 
para proceder a su aprobación: 

                                                           
2  CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, sentencia de fecha 6 de diciembre de 2010, con ponencia 
de la Consejera Dra. OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ, dentro del expediente radicado bajo el No. interno 33462.  
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1. QUE LA ACCIÓN NO ESTE CADUCADA. 

En el presente caso, se tiene que las pretensiones del convocante versan sobre la 
sanción moratorio por el pago tardío de las cesantías que fueron reconocidas mediante 
la Resolución N° 009202 de 28 de diciembre de 2018, petición que en caso de no 
prosperar podría ser reclamada en sede judicial por medio de una acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, que de conformidad con lo indicado en el numeral d) del 
artículo 164 del CPACA. d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del 
derecho, la demanda deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses 
contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o 
publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones 
establecidas en otras disposiciones legales; 

Así las cosas, se tiene que se pretende la nulidad de un acto ficto configurado frente 
a la petición presentada el día 26 de octubre de 2021 ante el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, sin embargo, es menester advertir que el artículo 
164 de la Ley 1437 de 2011, señala expresamente que cuando el acto administrativo 
que se ataca es producto del silencio administrativo no está sometido a término de 
caducidad así:  

Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares 
de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

 
Razón por la cual advierte el Despacho que a la fecha de presentación de la 
conciliación ante la Procuraduría General de la Nación la demandante estaba en 
termino para presentar el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.  
 
2. QUE EL ACUERDO VERSE SOBRE DERECHOS ECONÓMICOS 
DISPONIBLES POR LAS PARTES. 
 
En el escrito de conciliación, señala el convocante, que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio adeuda a la demandante, la sanción moratoria 
por el pago tardío de sus cesantías y la parte demandada a su vez presenta una 
propuesta económica para resolver el asunto, por lo que conviene precisar que los 
derechos que se conciliaron en sede prejudicial son de contenido particular y 
económico, toda vez que surgen de la relación laboral existente entre la actora y la 
demandada 
 
3. CAPACIDAD PARA SER PARTE, PARA CONCILIAR Y AUTORIDAD 
COMPETENTE PARA SU CELEBRACIÓN:  
 
En el caso que nos ocupa la conciliación prejudicial fue asistida por la doctora 
Clarena López Henao, en representación de la demandante, condición que fue 
acreditada con la sustitución de poder que obra a folio 21 del documento digital 
02DemandaConciliacion202200545, en el que se observa que la profesional del 
derecho cuenta con la facultad expresa para conciliar y que el mismo le fue otorgado 
por la demandante.  

Así mismo, por el apoderado sustituto del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio Nadya Carolina Galindo Padilla, quien contaba con la facultad 
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expresa para conciliar conforme al poder visto a folios 41-52 del documento digital 
02DemandaConciliacion202300229.  

Aunado a lo anterior, se encuentra certificado del comité de conciliación en la que 
se indican los parámetros para conciliar en el caso de la convocante. 

4. QUE EL ACUERDO CUENTE CON LAS PRUEBAS NECESARIAS, QUE NO 
SEA VIOLATORIO DE LA LEY, NI RESULTE LESIVO PARA EL PATRIMONIO 
PÚBLICO. 

Al respecto, es necesario hacer las siguientes precisiones frente a la sanción 
moratoria. 

El Consejo de Estado, en sentencia del 15 de febrero de 2018 (2013-00188), 
manifestó lo siguiente: 
 

“Como se señaló en forma previa, los salarios moratorios, que están a cargo del 
empleador que incumpla su obligación de consignar las cesantías en el término 
que la ley concede, no son accesorios a la prestación “cesantías”. 
 
Si bien es cierto se causan en torno a ellas, no dependen directamente de su 
reconocimiento, ni hacen parte de él; pues su causación es excepcional, está 
sujeta y deviene del incumplimiento u omisión del deber legal consagrado a cargo 
del empleador, están concebidas a título de sanción, por la inobservancia de la 
fecha en que se debe efectuar la consignación de esa prestación. 
 
Como hacen parte del derecho sancionador y a pesar de que las disposiciones 
que introdujeron esa sanción en el ordenamiento jurídico, no consagran un término 
de prescripción, no puede considerarse un derecho imprescriptible, pues bien es 
sabido que una de las características de derecho sancionador es 
que no pueden existir sanciones imprescriptibles. 
 
Siendo así y como quiera que las Subsecciones A y B han aplicado la prescripción 
trienal en asuntos relativos a sanción moratoria, se considera que no hay 
controversia alguna sobre ese particular; no obstante, sí es del caso precisar que 
la norma que se ha de invocar para ese efecto, es la consagrada en el Código de 
Procedimiento Laboral, artículo 151, que es del siguiente tenor literal: 
 
“ARTÍCULO 151. -Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales 
prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se 
haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el 
patrono, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la 
prescripción, pero sólo por un lapso igual 
 
 86. Igualmente, el legislador señaló que los motivos por los cuales se expidió 
dicha norma jurídica consistió en equiparar a los servidores públicos frente a los 
trabajadores del sector privado en materia de cesantías, a quienes el legislador 
en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo les otorgó la sanción a cargo 
del patrono, en el evento en que finalizada la relación laboral, no cancelara de 
forma inmediata los salarios y prestaciones sociales e inclusive, ante el retardo de 
la consignación anualizada de dichos emolumentos. Lo anterior, debido a que no 
existía ninguna norma equivalente en el ámbito oficial.  
 
Aplicación de la sanción moratoria en el caso de los docentes 
 
La Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, establece los términos 
para el reconocimiento 
y pago de las cesantías para los servidores del sector público de la siguiente 
manera: 
 
 
“Artículo 4°. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, 
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por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su 
cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución 
correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la ley. 
 
Parágrafo. En caso de que la entidad observe que la solicitud está incompleta 
deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes 
al recibo de la solicitud, señalándole expresamente los documentos y/o requisitos 
pendientes. 
 
Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud deberá 
ser resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este artículo. 
Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo 
de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 
administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del 
servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo 
establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de 
los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios 
recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se 
haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditarla no 
cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad 
podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago 
se produjo por culpa imputable a este” 
 
La Corte Constitucional, en Sentencia SU-336-17, estableció que los anteriores 
términos y las consecuencias de su incumplimiento son aplicables igualmente 
para el reconocimiento y pago de las cesantías de los docentes afiliados al 
FOMAG: 
 
“9.1. Los docentes estatales se encuentran cobijados por un régimen especial 
contenido en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989, en la cual se regula lo 
concerniente al pago de las cesantías. 
 
Al no contemplar ese régimen especial disposición alguna que indique si los 
docentes del FOMAG son acreedores del pago de la sanción moratoria de las 
cesantías, surge el interrogante acerca de si tienen derecho a reclamar esa 
prestación y, de serlo, con sustento en qué normatividad pueden reclamarla. 
 
Para dilucidar este asunto, es preciso señalar que la Ley 244 de 1995, modificada 
por la Ley 1071 de 2006, fijó los términos para el reconocimiento y pago oportuno 
de las cesantías de los servidores del sector público. No obstante, de la lectura de 
la norma citada no es posible concluir que la misma sea aplicable de manera 
directa a los docentes del FOMAG. 
 
9.2. La Sala Plena de esta Corporación considera que aquellas personas que se 
desempeñan como docentes al servicio del Estado tienen derecho, previo 
cumplimiento de los requisitos legales y según se evalúe en cada caso concreto, 
al reconocimiento de la sanción moratoria por el pago tardío de las 
cesantías, establecida en la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006 
y, en ese sentido, unificará la jurisprudencia sobre el particular. Lo anterior, por 
cuanto: 
 
(i) Lo que se busca con el pago de esta prestación social es, por un lado, contribuir 
a la mengua de las cargas económicas que deben enfrentar los asalariados ante 
el cese de la actividad productiva, y por otro -en el caso del pago parcial de 
cesantías-, permitir al trabajador satisfacer otras necesidades, como 
 
vivienda y educación. Bajo ese entendido, la efectividad del derecho a la seguridad 
social se desdibuja cuando a pesar de reconocer que un trabajador, cualquiera 
sea su naturaleza, tiene derecho al pago de sus cesantías, el Estado o el 
empleador demora su pago durante un término indefinido. 
 
(ii) Aunque los docentes oficiales no hacen parte de la categoría de servidores 
públicos, su situación, 
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características y funciones se asemejan a la de estos últimos y, por lo tanto, le es 
aplicable el régimen general en lo no regulado en el régimen especial de la Ley 91 
de 1989. 
 
(iii) Desde la exposición de motivos de esta normatividad, la intención del 
legislador fue fijar su ámbito de aplicación a todos los funcionarios públicos y 
servidores estatales, es decir, involucra a todo el aparato del Estado, no solo a 
nivel nacional sino también territorial. 
 
(iv) Aplicar este régimen garantiza en mayor medida el derecho a la seguridad 
social de los docentes 
oficiales, en condiciones de igualdad con los demás servidores públicos a quienes 
de manera directa se les garantiza el reconocimiento pronto y oportuno de sus 
prestaciones sociales. 
 
(v) Si bien los operadores judiciales son autónomos e independientes en el 
ejercicio de sus funciones, mantener dos posturas contrarias sobre el asunto 
objeto de estudio por la Jurisdicción Contencioso Administrativa genera como 
consecuencia la vulneración del derecho a la igualdad de quienes se encuentran 
en la misma situación fáctica y desconoce el principio de seguridad jurídica que 
irradia las actuaciones de las autoridades judiciales. 
 
(vi) Aplicar el régimen general de los servidores públicos a los docentes oficiales 
en materia de sanción moratoria resulta ser la condición más beneficiosa y, en esa 
medida, la que se adecúa mayormente y de mejor manera a los principios, valores, 
derechos y mandatos constitucionales, particularmente, al principio de 
favorabilidad consagrado en el artículo 53 de la Constitución. 
 
(vii) Si bien para el momento en que se produjeron las sentencias en sede de 
nulidad y restablecimiento del derecho aún no había sido proferido el fallo en el 
que esta Corporación abordó de manera definitiva el asunto, ya existía al menos 
un precedente sobre la materia que aproximaba a un entendimiento distinto al 
que se llegó en dichas providencias en sede contenciosa (sentencia C-741 de 
2012).” 
 
Por lo tanto, se concluye que la sanción moratoria establecida en el artículo 5° de 
la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, es aplicable en el caso 
del pago tardío de cesantías a los docentes afiliados al FOMAG. 
 
Cálculo de la sanción moratoria 
 
El Consejo de Estado, en sentencia de unificación SUJ-012-S2 del 18 de julio de 
2018, estableció los criterios para determinar el momento a partir del cual se 
deben empezar a contar los días de mora y el salario base aplicable. 
 
En dicha sentencia, el Consejo de Estado establece que, en los casos en los que 
se dio respuesta extemporánea a la solicitud de cesantías parciales o definitivas, 
la mora inicia después de setenta (70) días hábiles siguientes a la presentación 
de la solicitud.  
 
Por otra parte, en relación con el salario base, señala que, tratándose de cesantías 
definitivas, dicho salario corresponde a la asignación básica vigente en la fecha 
en que se produjo el retiro del servicio del servidor público; y en el caso de 
cesantías parciales, se deberá tener en cuenta la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el 
tiempo. 

 
Así como se muestra en folios (34-38) 
 

Así mismo, encuentra el Despacho que la parte demandante como ya se mencionó 
en el acápite de pruebas, aportó las resoluciones de reconocimiento de las 
cesantías y el Fondo Nacional del Magisterio reconoció haber hecho el pago de las 
cesantías reconocidas de manera tardía y por la cual se generó la sanción.  
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De otro lado, al verificar el acuerdo suscrito por las partes, se advierte que el valor 
conciliado fue de dos millones setecientos cuarenta y tres mil novecientos ochenta 
y seis pesos ($2.743. 986.oo) por concepto de sanción moratoria de cesantía es 
decir el 100% de las pretensiones de la demandante, así las cosas, se aprobará la 
conciliación presenta.  

 
Finalmente, debe indicarse que el acuerdo suscrito, no resulta perjudicial para la 
entidad convocada, teniendo en cuenta que como quedó demostrado en 
precedencia, la demandante tiene derecho al pago de la sanción moratoria lo que 
representa una alta posibilidad de condena en contra del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del magisterio, en consecuencia el acuerdo suscrito 
representa un beneficio y evita el menoscabo del patrimonio económico de la 
convocante como el de la entidad teniendo en cuenta las posibles futuras condenas.  

DECISIÓN. -  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la Ley,  

RESUELVE: 

PRIMERO: APROBAR la conciliación lograda entre los apoderados judiciales del 
señor Eduardo Bornachera Arias y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en la audiencia celebrada en el Despacho de la Procuraduría 47 Judicial II 
Para Asuntos Administrativos, el día 8 de mayo de 2023, de acuerdo con lo expuesto 
en la parte motiva de esta decisión.  

SEGUNDO: DECLARAR que el acta de acuerdo conciliatorio y el presente auto 
aprobatorio debidamente ejecutoriado, prestan mérito ejecutivo y tienen efectos de 
cosa juzgada. 

TERCERO: Por secretaria EXPÍDANSE copias con destino a las partes, de 
conformidad con las precisiones señaladas en el artículo 114 del C.G.P., las copias 
destinadas al convocante serán entregadas al Apoderado Judicial que ha venido 
actuando. 

CUARTO: Cumplido lo anterior, archívese el expediente, dejando previamente las 
anotaciones y constancias de rigor en el sistema de información judicial. 

 

Notifíquese, Comuníquese y Cúmplase, 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza  

J7/SPS/hmg 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

 
MEDIO DE CONTROL:     Conciliación. 
DEMANDANTE:             Eber Enrique Bolaño Sánchez.  
DEMANDADO:               Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio- Municipio de 
Valledupar.  

RADICADO:            20-001-33-33-003-2023-00299-00 
 
Procede el Despacho a estudiar si aprueba o imprueba el acuerdo conciliatorio al 
que llegaron las partes dentro de la audiencia celebrada el día ocho (8) de junio de 
2023 en el proceso de la referencia.  
 

I. ANTECEDENTES. - 
 
La parte accionante Eber Enrique Bolaño Sánchez por conducto de apoderado 
judicial constituido para el efecto, presentó solicitud de conciliación prejudicial el día 
27 de febrero del 2023, ante la Procuraduría General de la Nación, correspondiéndole 
su conocimiento a la Procuraduría 123 Judicial II Para Asuntos Administrativos.  
 
En el escrito de solicitud de conciliación prejudicial, pretende el apoderado de la 
convocante lo siguiente:  
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II. HECHOS. - 
 
Los hechos en que la parte convocante, sustenta la solicitud de conciliación prejudicial, 
se pueden resumir de la siguiente manera: 
 
Narra el apoderado de la parte demandante que el señor Eber Enrique Bolaño 
Sánchez, laboró como docente al servicio del estado en el Departamento del Cesar.  
 
Manifiesta que el 25 de julio de 2019, solicitó el reconocimiento y pago de sus 
cesantías; reconocimiento que fue efectuado mediante la Resolución 00977 del 05 

de Agosto de 2019 y canceladas el día 14 de noviembre de 2019, es decir con 
posterioridad al término de los 70 días hábiles establecidos en el artículo 4º de la 
Ley 1071 de 2006. 
 
Indica que el plazo máximo con el que contaba el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio para cancelar las cesantías era el 10 de octubre de 2019, 
por lo que entre esta fecha y la fecha en la que se efectúo el pago transcurrieron 35 
días de mora. 
 

III. PRUEBAS QUE OBRAN EN LA CONCILIACIÓN. - 
 
Con el escrito de solicitud de conciliación, fueron presentadas las siguientes:  
 

 Copia de la reclamación administrativa realizada al fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio de fecha 23 de agosto de 2022 (folios 15-
17 del documento digital 02DemandaConciliacion202300299) 

 Copia de la Resolución N° 00977 del 05 de agosto de 2019por medio de la cual 
se reconocen unas cesantías al señor Eber Enrique Bolaño Sánchez, (folio 19-
20 del documento digital 02DemandaConciliacion202300299)  

 Certificación de la fecha en la que quedó disponible el dinero a favor del señor 
Eber Enrique Bolaño Sánchez, (folio 22 del documento digital 
02DemandaConciliacion202300299)  

 
IV. DE LA CONCILIACIÓN. - 

 
El día 08 de junio del 2023, acudieron las partes ante la Procuraduría 123 Judicial II 
Para Asuntos Administrativos, para llevar a cabo audiencia de conciliación en la que 
se llegó entre otras cosas al siguiente acuerdo conciliatorio: 

En este estado de la diligencia, se concede el uso de la palabra al apoderado de la parte 
convocada NACION - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, con el fin de que se sirva indicar la 
decision tomada por el comité de conciliación de la entidad que representa en relación con 
la solicitud incoada: de acuerdo a certificación expedida por la secretaría técnica del comité 
de conciliación propone la siguientes formula conciliatoria: Fecha de solicitud de las 
cesantías: 25 de julio de 2019 Fecha de pago: 14 de noviembre de 2019 No. de días de 
mora: 34 Asignación básica aplicable: $ 3.919.989 Valor de la mora: $ 4.442.644 Propuesta 
de acuerdo conciliatorio: $ 4.442.644 (100%) De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3, 
numerales 3.2 y 3.5 del Acuerdo No. 001 de 1 de octubre de 2020, la presente propuesta 
se encuentra estructurada conforme a la información suministrada en la convocatoria a 
conciliar, en razón a que la sanción moratoria es un derecho de carácter discutible y 
conciliable, que se reclama a través de la denominada justicia rogada. Lo anterior, 
atendiendo a que corresponde a las entidades estatales la salvaguarda del patrimonio 
público. Tiempo de pago después de la aprobación judicial de la conciliación: 1 MES 
(DESPUÉS DE COMUNICADO EL AUTO DE APROBACIÓN JUDICIAL). No se reconoce 
valor alguno por indexación. La presente propuesta de conciliación no causará intereses 
entre la fecha en que quede en firme el auto aprobatorio judicial y durante el mes siguiente 
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en que se haga efectivo el pago Texto suscrito del original. Seguidamente, se da traslado 
al apoderado judicial de la parte convocante de la propuesta conciliatoria presentada por la 
convocada, quien manifiesta: “Me encuentro de acuerdo con la propuesta planteada por el 
Ministerio de Educación …” 

 
 

  V. CONSIDERACIONES. - 
 
La conciliación contenciosa administrativa, se encuentra consagrada en el Capítulo 
V de la Ley 640 de 2001, en el que se indica que la misma sebe ser adelantada por 
los agentes del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción1.  
 
Por su parte, el artículo 24 de la Ley en mención, indica que las actas que contengan 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo deben ser 
remitidas a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su celebración, al 
Juez o Corporación competente para conocer de la acción judicial respectiva, a 
efectos de que imparta su aprobación o improbación. La norma citada señala:  

“ARTICULO 24. APROBACIÓN JUDICIAL DE CONCILIACIONES EXTRAJUDICIALES EN 
MATERIA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Las actas que contengan conciliaciones 
extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán a más tardar dentro de 
los tres (3) días siguientes al de su celebración, al Juez o Corporación que fuere competente 
para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será consultable”-Sic para lo trascrito-  

Así las cosas, se tiene la conciliación como una forma de solución alternativa de los 
conflictos pretende la descongestión de los Despachos Judiciales y a su vez 
garantizar un eficaz acceso a la administración de justicia y el consecuente 
cumplimiento de los principios que inspiran el ordenamiento y los fines esenciales del 
Estado contenidos en el Preámbulo y en el artículo 2° de la Constitución, en particular 
los de la justicia, la paz y la convivencia. 
 
Por su parte, el H. Consejo de Estado2, ha manifestado que para que el Juez pueda 
aprobar un acuerdo conciliatorio suscrito por las partes, debe el operador judicial, 
verificar el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) la acción no debe estar 
caducada; (ii) el acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos 
económicos disponibles por las partes; (iii) las partes deben estar debidamente 
representadas y sus representantes tener capacidad para conciliar; y (iv) el acuerdo 
conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley y no 
resultar lesivo para el patrimonio público, tal como a continuación se señala:  

“Para que el juez pueda aprobar el acuerdo al que lleguen las partes, es necesario verificar el 
cumplimiento de los siguientes requisitos: 

1. La acción no debe estar caducada (art. 61 ley 23 de 1.991, modificado por el art. 81 Ley 446 
de 1.998). 

Los actores a través de apoderado judicial presentaron la demanda el 30 de abril de 2001 y los 
hechos que dan lugar a dicha reclamación ocurrieron el 7 y 8 de marzo de 2000, es decir, que 
la demanda se presentó oportunamente, dentro del término establecido por el artículo 136-8 del 
C.C.A. para intentar la acción de reparación directa. 

2. El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles por 
las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1.998).  

                                                           
1  ARTICULO 23. CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Las conciliaciones 

extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio Público asignados a esta 

jurisdicción.  

2  CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, sentencia de fecha 6 de diciembre de 2010, con ponencia 
de la Consejera Dra. OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ, dentro del expediente radicado bajo el No. interno 33462.  
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Toda vez que lo reclamado por los actores es la indemnización de perjuicios ocasionados a raíz 
de la toma guerrillera ocurrida durante la noche del 7 y el amanecer del 8 de marzo de 2000, en 
la población de El Bordo Patía, Cauca, hechos y pretensiones relacionados en la demandada y 
que dieron lugar al presente proceso, puede la Sala calificar la controversia como de carácter 
particular y de contenido económico, y los derechos que en ella se discuten pueden ser tenidos 
como disponibles y por tanto transigibles, condición sine qua non para que estos sean 
susceptibles de conciliación en conformidad con lo establecido en el artículo 2° del decreto 1818 
de 1998. 

3. Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes tener capacidad 
para conciliar.  

Las partes comparecieron al proceso a través de sus apoderados judiciales, en virtud de los 
poderes que les fueron conferidos con facultad expresa para conciliar (fols. 2 a 15 y 535 del 
cuad. Ppal No 2 y 4, respectivamente). 

4. El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley y 
no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65 A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 1998).  

Revisado el material probatorio existente en el expediente, la Sala encuentra que en el fallo de 
primera instancia, el a quo hace afirmaciones como estas: “Para acreditar la condición de 
dueños del inmueble por el cual reclaman, los demandantes aportaron con la demanda copia 
del folio de matrícula inmobiliaria correspondientes al inmueble distinguido con número 128-
0003681... (folio 41 Cdno Ppal). Con fundamento en el documento antes señalado encuentra la 
Sala debidamente acreditada la legitimación de los señores HOYOS MESA para reclamar 
indemnización por este concepto a raíz de los daños sufridos en este caso por el inmueble del 
que son titulares de dominio”. (folio 487. C. 4). (…)”-Se subraya y resalta por fuera del texto 
original-. 

Así las cosas, procede el Despacho a estudiar si la conciliación suscrita por las 
partes el día 08 de junio de 2022, ante la Procuraduría 123 Judicial II Para Asuntos 
Administrativos, cumple con los requisitos señalados por la jurisprudencia, para 
proceder a su aprobación: 

1. QUE LA ACCIÓN NO ESTE CADUCADA. 

En el presente caso, se tiene que las pretensiones del convocante versan sobre la 
sanción moratorio por el pago tardío de las cesantías que fueron reconocidas mediante 
la Resolución N° 00977 del 05 de agosto de 2019, petición que en caso de no 
prosperar podría ser reclamada en sede judicial por medio de una acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, que de conformidad con lo indicado en el numeral d) del 
artículo 164 del CPACA. d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del 
derecho, la demanda deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses 
contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o 
publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones 
establecidas en otras disposiciones legales; 

Así las cosas, se tiene que se pretende la nulidad de un acto ficto configurado frente 
a la petición presentada el día 25 de julio de 2019 ante el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, sin embargo, es menester advertir que el artículo 
164 de la Ley 1437 de 2011, señala expresamente que cuando el acto administrativo 
que se ataca es producto del silencio administrativo no está sometido a término de 
caducidad así:  

Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 
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c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares 
de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

 
Razón por la cual advierte el Despacho que a la fecha de presentación de la 
conciliación ante la Procuraduría General de la Nación la demandante estaba en 
termino para presentar el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.  
 
2. QUE EL ACUERDO VERSE SOBRE DERECHOS ECONÓMICOS 
DISPONIBLES POR LAS PARTES. 
 
En el escrito de conciliación, señala el convocante, que el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio adeuda a la demandante, la sanción moratoria 
por el pago tardío de sus cesantías y la parte demandada a su vez presenta una 
propuesta económica para resolver el asunto, por lo que conviene precisar que los 
derechos que se conciliaron en sede prejudicial son de contenido particular y 
económico, toda vez que surgen de la relación laboral existente entre la actora y la 
demandada 
 
3. CAPACIDAD PARA SER PARTE, PARA CONCILIAR Y AUTORIDAD 
COMPETENTE PARA SU CELEBRACIÓN:  
 
En el caso que nos ocupa la conciliación prejudicial fue asistida por la doctora 
Clarena López Henao, en representación de la demandante, condición que fue 
acreditada con la sustitución de poder que obra a folio 33 del documento digital 
02DemandaConciliacion202300299, en el que se observa que la profesional del 
derecho cuenta con la facultad expresa para conciliar y que el mismo le fue otorgado 
por la demandante.  

Así mismo, por el apoderado sustituto del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio Nathalia Vanessa Aguilar Lopez, el cual contaba con la facultad 
expresa para conciliar conforme al poder visto a folios 34-36 del documento digital 
02DemandaConciliacion202300299.  

Aunado a lo anterior, se encuentra certificado de comité de conciliación en la que 
se indican los parámetros para conciliar en el caso de la convocante. 

4. QUE EL ACUERDO CUENTE CON LAS PRUEBAS NECESARIAS, QUE NO 
SEA VIOLATORIO DE LA LEY, NI RESULTE LESIVO PARA EL PATRIMONIO 
PÚBLICO. 

Al respecto, es necesario hacer las siguientes precisiones frente a la sanción 
moratoria. 

El Consejo de Estado, Sección Segunda, en sentencia de unificación CE-SUJ-SII-
012-2018 de 18 de julio de 2018, ratificó la posición que se venía manejando en 
este sentido: 
 

 3.2. Exigibilidad de la sanción moratoria  
 

i) Hipótesis de falta de pronunciamiento, o pronunciamiento tardío.- 
 
83. Sobre el particular, la Sección Segunda evidencia con relación al 
reconocimiento de la sanción moratoria tanto a docentes del sector oficial, como 
a la generalidad de los servidores públicos, que aún falta por precisar el momento 
a partir del cual se hace exigible la sanción por mora en el evento en que la 
administración guarde silencio frente a la solicitud de reconocimiento de las 
cesantías parciales y definitivas, o se pronuncie de manera tardía.  
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84. Lo anterior, fue un aspecto objeto de análisis en la Sentencia de Unificación 
de 27 de marzo de 2007, proferida por la Sala Plena de esta Corporación3, en la 
que se determinó que el mecanismo jurídico procedente cuando se pretenda el 
reconocimiento de la sanción ante la mora en el pago de las cesantías de los 
servidores públicos, era la acción, hoy medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, y solo en el caso concreto se refirió a la exigibilidad 
de la obligación, en tanto la administración guardó silencio frente a la petición de 
reliquidación de la prestación social. En consecuencia, ello solo fue analizado 
como un aspecto de la obiter dicta4, pero no constituyó la ratio decidendi que 
permita resolver, en adelante, casos similares frente a tal problemática jurídica.  
 
85. Al respecto, en el Proyecto de Ley 38 de 1995 y que es la Ley 244 de 19955, 
el Senado de la República expuso que si bien el artículo 53 de la Constitución 
Política previó que «El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste 
periódico de las pensiones legales, […]», ello no implicaba que las demás 
prestaciones y retribuciones de carácter laboral no fueran pagadas dentro del 
término legal; ya que por el contrario, al constituir ese fruto el sustento de los 
empleados y sus familiares era necesario enervar cualquier situación irregular que 
conllevara a la demora en las cancelación de las cesantías, pues correspondía a 
sumas de dinero que generaban intereses elevados a favor de la entidad, pero sin 
que su valor se reconociera al funcionario.  
 
86. Igualmente, el legislador señaló que los motivos por los cuales se expidió dicha 
norma jurídica consistió en equiparar a los servidores públicos frente a los 
trabajadores del sector privado en materia de cesantías, a quienes el legislador 
en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo les otorgó la sanción a cargo 
del patrono, en el evento en que finalizada la relación laboral, no cancelara de 
forma inmediata los salarios y prestaciones sociales e inclusive, ante el retardo de 
la consignación anualizada de dichos emolumentos. Lo anterior, debido a que no 
existía ninguna norma equivalente en el ámbito oficial.  
 
87. Así mismo, se consideró la dificultad en el trámite que deben adelantar dichos 
funcionarios para lograr el cobro de sus cesantías ante la administración, en los 
siguientes términos:  
 
«[…] especialmente en relación a los servidores públicos, comienza un largo 
período de burocracia y tramitología para lograr el cobro de sus cesantías, bien 
porque requiera la liquidación parcial, o porque ha terminado su vinculación laboral 
con la administración; circunstancias éstas que traen consigo, la posibilidad y 
efectividad de corrupción, porque ante la necesidad económica del trabajador, se 
hace presente la mordida o coima para los funcionarios que están en la obligación 
de hacer esos trámites. Este hecho origina además cierto tipo de favorecimiento 
y que se modifique el orden de radicación de las solicitudes prácticamente al mejor 
postor.  
 
Además de este factor de corruptela y tras la tortuosa espera, cuando al final se 
paga al trabajador su cesantía, tan sólo se le entrega lo que certificó la entidad 
patronal meses, y hasta años, atrás, al momento de la liquidación. Ni un peso más. 
No obstante que la entidad pagadora, los Fondos, durante todo ese tiempo han 
estado trabajando esos dineros a unos intereses elevados, con beneficio para la 
institución, pero sin ningún reconocimiento para el trabajador. 
[…]»6 
 

                                                           
3 Rad. 76001-23-31-000-2000-02513-01 (IJ). C.P. Jesús María Lemos Bustamante.  
4 Al respecto, la Sentencia C-836 de 9 de agosto de 2001. M.P. Rodrigo Escobar Gil. «Si la parte de las sentencias que tiene 
fuerza normativa son los principios y reglas jurídicas, ello significa que no todo el texto de su motivación resulta obligatorio.  
Para determinar qué parte de la motivación de las sentencias tiene fuerza normativa resulta útil la distinción conceptual que 
ha hecho en diversas oportunidades esta Corporación entre los llamados obiter dicta o afirmaciones dichas de paso, y los 
ratione decidendi o fundamentos jurídicos suficientes, que son inescindibles de la decisión sobre un determinado punto de 
derecho. Sólo estos últimos resultan obligatorios, mientras los obiter dicta, o aquellas afirmaciones que no se relacionan de 
manera directa y necesaria con la decisión, constituyen criterios auxiliares de la actividad judicial en los términos del inciso 2º 
del artículo 230 de la Constitución Política.» 
5 «por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías 
 definitivas o parciales a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación.» 
6 Gaceta del Congreso. 214 -264. Senado y Cámara. Año IV- No. 225, agosto. Tomo 8. 1995.  
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88. Aunado a lo anterior, el legislador consideró que el término perentorio para la 
liquidación de las cesantías busca que la administración expida la resolución en 
forma oportuna y expedita para evitar corrupción, favorecimientos indebidos y 
perjuicios a los empleados.  
 
89. Ahora, si bien en la exposición de motivos se consideró la sanción moratoria 
frente al incumplimiento en el pago de las cesantías parciales o definitivas de los 
servidores públicos, la Ley 244 de 1995 en su artículo 1 únicamente previó tal 
penalidad frente a las primeras [definitivas]. 
 
90. Por lo anterior, se expidió la Ley 1071 de 20067, que consagró las 
circunstancias en que los empleados se encontraban facultados para solicitar el 
retiro parcial de sus cesantías8. Frente a los motivos de la adición a la anterior 
disposición, en el Proyecto de Ley del Senado 44 de 2005, se manifestó la 
necesidad de que las normas expedidas en materia laboral se basaran en la 
Constitución Política, por lo que insistió en que debía legislarse con las mismas 
garantías para quienes desarrollaran sus labores en el sector privado como para 
los del sector público. En esta oportunidad, el legislador consideró lo siguiente:  
 
«[…] Esta diferencia hace necesario que se unifique el régimen prestacional 
especialmente en lo que tiene que ver con el retiro de las cesantías parciales, el 
cual cubriría y beneficiaría a todos los funcionarios públicos y servidores estatales 
de las tres Ramas del Poder Público, incluida la Fiscalía General, los Órganos de 
Control, las Entidades que prestan servicios públicos y de educación. Se busca 
involucrar a todo el aparato del Estado tanto al nivel nacional como territorial.»9 
(Se destaca).  
 
91. De conformidad con la exposición de las normas que contemplan el plazo para 
el reconocimiento de las cesantías parciales o definitivas, y pese a que el 
parágrafo del artículo 5º, previó la sanción respecto del incumplimiento en el pago, 
más no en el reconocimiento de la prestación social, de acuerdo con la teleología 
del legislador, se establece que precisamente una de las razones por las cuales 
se contempló la penalidad fue en aras de establecer una limitación al defectuoso 
funcionamiento de la administración pública que debido a los procesos 
burocráticos y la corrupción posibilitaba cambiar el orden de radicación de las 
peticiones encaminadas al reconocimiento de la prestación social, 
aprovechándose de la urgencia del empleado para proveer sus necesidades 
básicas y de su familia10, o simplemente no emitiría el acto administrativo con el 
fin de que el plazo para la cancelación del valor no iniciase, y por ende, se 
condicionaría la norma a la actuación de la entidad pública empleadora. 
 
92. Es preciso indicar así, que el establecimiento de un término para el 
reconocimiento de la cesantía y de otro para que se efectúe su pago efectivo, 
busca proteger al trabajador garantizando el cometido de tal prestación, y que 
justamente con ella, se pueda solventar la eventualidad para la cual la solicitó -
parciales- o por la que se causó -definitivas-. 
 
93. Así las cosas, no pueden confundirse los mencionados términos de expedición 
del acto de reconocimiento de la cesantía y de su pago efectivo, con el previsto 
por el legislador con el propósito de configurar una decisión presunta resultado del 
silencio administrativo, y menos para entender causada por ésta la sanción por 
mora; pues, ésta penalidad se encuentra justificada por el simple incumplimiento 
de la obligación de pago, no por la ficción legal de que la petición que sobre tal 
prestación se hizo no tuvo respuesta, asumiéndola como negativa por definición. 
 
94. En criterio de la Sala, éste debe ser el real entendimiento de la sanción 
moratoria por no expedir el acto de reconocimiento en término, pues lo contrario 

                                                           
7 «por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a 
los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación.» 
8 «Artículo 3°. Retiro parcial de cesantías. Todos los funcionarios a los que hace referencia el artículo 2° de la presente norma 
podrán solicitar el retiro de sus cesantías parciales en los siguientes casos: 
1. Para la compra y adquisición de vivienda, construcción, reparación y ampliación de la misma y liberación de gravámenes 
del inmueble, contraídos por el empleado o su cónyuge o compañero(a) permanente. 
2. Para adelantar estudios ya sea del empleado, su cónyuge o compañero(a) permanente, o sus hijos.» 
9 Gaceta del Congreso. Antecedentes Ley 1071 de 2006.  
10 Gaceta del Congreso. Proyecto de Ley 38 de 1995. Senado de la República de Colombia 
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sería asumir que la simple inacción de la administración impediría la causación de 
la penalidad analizada en esta sentencia, en detrimento de la filosofía de la 
cesantía y de los derechos del trabajador. 
 
95. En consecuencia, la Sección Segunda de esta Corporación fija la regla 
jurisprudencial concerniente a que en el evento en que la administración no 
resuelva la solicitud de la prestación social –cesantías parciales o definitivas- o lo 
haga de manera tardía, el término para el cómputo de la sanción moratoria iniciará 
a partir de la radicación de la petición correspondiente, de manera que se contarán 
15 días hábiles para la expedición del acto administrativo de reconocimiento (Art. 
4 L. 1071/200611), 10 del término de ejecutoria de la decisión (Arts. 76 y 87 de la 
Ley 1437 de 201112) [5 días si la petición se presentó en vigencia del Código 
Contencioso Administrativo – Decreto 01 de 1984, artículo 5113], y 45 días hábiles 
a partir del día en que quedó en firme la resolución. Por consiguiente, al 
vencimiento de los 70 días hábiles discriminados en precedencia, se causará la 
sanción moratoria de que trata el artículo 5 de la Ley 1071 de 200614.” (sic) 
 

Así mismo, encuentra el Despacho que la parte demandante como ya se mencionó 
en el acápite de pruebas, aportó las resoluciones de reconocimiento de las 
cesantías y el Fondo Nacional del Magisterio reconoció haber hecho el pago de las 
cesantías reconocidas de manera tardía y por la cual se generó la sanción.  

De otro lado, al verificar el acuerdo suscrito por las partes, se advierte que el valor 
conciliado fue de cuatro millones, cuatrocientos cuarenta y dos mil, seiscientos 
cuarenta y cuatro pesos ($ 4.442.644) por concepto de sanción moratoria de 
cesantía es decir el 100% de las pretensiones de la demandante, así las cosas, se 
aprobará la conciliación presenta.  

 
Finalmente, debe indicarse que el acuerdo suscrito, no resulta perjudicial para la 
entidad convocada, teniendo en cuenta que como quedó demostrado en 
precedencia, la demandante tiene derecho al pago de la sanción moratoria lo que 
representa una alta posibilidad de condena en contra del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del magisterio, en consecuencia el acuerdo suscrito 
representa un beneficio y evita el menoscabo del patrimonio económico de la 
convocante como el de la entidad teniendo en cuenta las posibles futuras condenas.  

DECISIÓN. -  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la Ley,  

                                                           
11 «Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales 
a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación. 
[…] 
Artículo 4. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de liquidación de las 
cesantías definitivas o parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el 
reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos 
determinados en la ley.» 
12 «ARTÍCULO 76. oportunidad y presentación. Los recursos de reposición y apelación deberán interponerse por escrito en la 
diligencia de notificación personal, o dentro de los diez (10) días siguientes a ella, o a la notificación por aviso, o al vencimiento 
del término de publicación, según el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo, 
salvo en el evento en que se haya acudido ante el juez. 
[…] 
ARTÍCULO 87. FIRMEZA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Los actos administrativos quedarán en firme: 
1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso, desde el día siguiente al de su notificación, comunicación o publicación 
según el caso. 
2. Desde el día siguiente a la publicación, comunicación o notificación de la decisión sobre los recursos interpuestos. 
3. Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer los recursos, si estos no fueron interpuestos, o se 
hubiere renunciado expresamente a ellos. 
4. Desde el día siguiente al de la notificación de la aceptación del desistimiento de los recursos. 
5. Desde el día siguiente al de la protocolización a que alude el artículo 85 para el silencio administrativo positivo.» 
13 «Artículo 51. Oportunidad y presentación. De los recursos de reposición y apelación habrá de hacerse uso, por escrito, en 
la diligencia de notificación personal, o dentro de los cinco (5) días siguientes a ella, o a la desfijación del edicto, o a la 
publicación, según el caso. Los recursos contra los actos presuntos podrán interponerse en cualquier tiempo. 
[…]  
Transcurridos los términos sin que se hubieren interpuesto los recursos procedentes, la decisión quedará en firme. 
[…]»  
14 «Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, 
a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del 
servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro.» 
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RESUELVE: 

PRIMERO: APROBAR la conciliación lograda entre los apoderados judiciales del 
señor Eber Enrique Bolaño Sanchez y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en la audiencia celebrada en el Despacho de la Procuraduría 123 Judicial 
II Para Asuntos Administrativos el día 8 de junio de 2023, de acuerdo con lo expuesto 
en la parte motiva de esta decisión.  

SEGUNDO: DECLARAR que el acta de acuerdo conciliatorio y el presente auto 
aprobatorio debidamente ejecutoriado, prestan mérito ejecutivo y tienen efectos de 
cosa juzgada. 

TERCERO: Por secretaria EXPÍDANSE copias con destino a las partes, de 
conformidad con las precisiones señaladas en el artículo 114 del C.G.P., las copias 
destinadas al convocante serán entregadas al Apoderado Judicial que ha venido 
actuando. 

CUARTO: Cumplido lo anterior, archívese el expediente, dejando previamente las 
anotaciones y constancias de rigor en el sistema de información judicial. 

 

Notifíquese, Comuníquese y Cúmplase, 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza  

J7/SPS/vgn 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023) 

MEDIO DE CONTROL:  ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO 
DEMANDANTE:  YUMA CONCESIONARIA S.A. 
DEMANDADO:  MUNICIPIO DE EL PASO 
RADICADO:   20001-33-33-003-2023-00441-00 

  
 
Sería el caso de ordenar el trámite correspondiente al medio de control de acción 
de cumplimiento, promovido por YUMA CONCESIONARIA S.A., a través de 
apoderado judicial, sin embargo, revisado el expediente, encuentra el Despacho 
que la demanda de la referencia no cumple con los requisitos exigidos por la ley 
para su admisión, por lo que se hace necesario INADMITIRLA de conformidad con 
lo previsto en el artículo 12 de la Ley 393 de 1997, el artículo 161 de la ley 1437 de 
2011 y el artículo 162 numeral 1, y 8 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo –CPACA, adicionado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 2021, previas las siguientes, 
 
 

CONSIDERACIONES: 
 
A la referenciada demanda promovida por YUMA CONCESIONARIA S.A., a través  
de apoderado judicial, se le advierte el incumplimiento del siguiente requisito de 
orden legal: 
 
No se allegó a la demanda poder donde se acredite la representación, de 
conformidad con el artículo 162 numeral 1 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –CPACA, ahora bien, a falta del 
mismo, no se puede apreciar si este fue conferido mediante correo electrónico-
entendida la acción de conferir como la de otorgar, adjudicar o atribuir un derecho 
o una facultad; no el simple envío del documento por ese medio-, al tenor de lo 
dispuesto en el artículo 5 de la ley 2213 de 2022. 

 
De igual forma se debe precisar, que el artículo 162 numeral 8 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –CPACA, 
adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, señala como uno de los 
requisitos de la demanda, que: 
 

“El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá 
enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los 
demandados, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 
desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado. Del 
mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la 
demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por el 
cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la 
demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 
acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 
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En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con 
todos sus anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación 
personal se limitará al envío del auto admisorio al demandado”.  

 
En el presente asunto no se encontró prueba de la remisión de la demanda junto 
con sus anexos al ente demandado, por lo tanto, se omite el cumplimiento de la 
norma referida en consecuencia, se INADMITIRÁ la demanda de la referencia y se 
le otorgará a la parte demandante el término de tres (3) días para que subsane la 
presente acción so pena de rechazar la misma. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de 
Valledupar, 

 
RESUELVE. 

 
PRIMERO: Inadmítase la demanda de la referencia, de acuerdo a lo expuesto en la 
parte motiva de esta providencia. 
  
SEGUNDO: Se le concede a la parte demandante el término de tres (3) días, 
contados a partir de la notificación de la presente providencia, SO PENA DE 
RECHAZO, para que para que corrija los defectos señalados. 
 
 
 

 Notifíquese y Cúmplase. 

 
 

 

J3/SPS/hcj. 

 

 



 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

        Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 
 

MEDIO DE CONTROL: Acción De Cumplimiento  

DEMANDANTE: Faytex S.A.S. 

DEMANDADO: Federación Nacional de Cultivadores de Palma 
de Aceite – Fedepalma 

RADICADO: 20001-33-33-003-2023-00297-00 
 

 

Procede el despacho a resolver acerca de la falta de competencia en este 
asunto. 
 

CONSIDERACIONES 
 
Faytex S.A.S., en ejercicio de la acción de cumplimiento, consagrada en el 
artículo 87 de la Constitución Política, por intermedio de apoderado judicial, 
presentó demanda contra la Federación Nacional de Cultivadores de Palma de 
Aceite – Fedepalma. 
 
La parte actora solicita se declare la falta de competencia de este Despacho para 
tramitar la presente acción, y, en consecuencia, la remisión del expediente al 
Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
Lo anterior, en razón a que la demanda se dirige contra FEDEPALMA por 
supuestas omisiones o incumplimientos que la actora pretende estructurar en 
torno a las cesiones de estabilización de precios, remite automáticamente a la 
consideración de que cualquier referencia que se haga a funciones 
administrativas relacionadas con la administración del mencionado fondo 
parafiscal tiene un alcance nacional, dado que los sujetos gravados con la 
cesión de estabilización, están distribuidos por todo el territorio nacional y las 
operaciones que desencadenan los mecanismos de estabilización de precios, 
ocurren sin consideración a un ámbito territorial determinado. 
 
Así entonces, el Despacho encuentra que carece de competencia para conocer 
del mismo, teniendo en cuenta que la Ley 1437 de 2011, a efectos de fijar la 
competencia de los distintos Jueces y Tribunales de la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa, indica que esta atiende, entre otros, a los factores objetivo, 
subjetivo y territorial, los cuales se distinguen en razón a su naturaleza, a la 
calidad de las partes y al lugar donde acaecieron los hechos, el domicilio de 
alguna de las partes, entre otras. 

 

Es así como, para determinar la competencia de los juzgados administrativos, 
frente a las Acciones de Cumplimiento el articulo 155 de la ley 1437 del 2011 en 
su numeral 10 establece, De los relativos a la protección de derechos e intereses 
colectivos y de cumplimiento, contra las autoridades de los niveles 
departamental, distrital, municipal o local o las personas privadas que dentro 
de esos mismos ámbitos desempeñen funciones administrativas. 
 
 



 

                                                                                                                                                                          

El artículo 152, sobre la competencia de los tribunales administrativos en primera 
instancia, en su numeral 14 establece que: 
 

De los relativos a la protección de derechos e intereses colectivos 
y de cumplimiento, contra las autoridades del orden nacional o 
las personas privadas que dentro de ese mismo ámbito 
desempeñen funciones administrativas. 

 
Es claro entonces que este Despacho no tiene competencia para conocer de esta 
acción de cumplimiento, por lo que el Juez natural es el Tribunal Administrativo 
del Cesar. 
 
Establecido como se encuentra que este despacho no tiene la competencia, lo 
procedente es declarar la falta de esta y remitir el expediente al competente 
según lo dispone el artículo 152 numeral 14 del C.P.A.C.A. 
 
Sin otras consideraciones, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial 
de Valledupar,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Declarar la Falta de Competencia, para conocer el presente proceso, 
de conformidad con lo expuesto.  
 
SEGUNDO: Por Secretaría, envíese el expediente a la Oficina Judicial de la 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial del Cesar, para su 
correspondiente reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del 
Cesar, conforme lo expuesto.  
 
TERCERO: Háganse las anotaciones de rigor en la plataforma SAMAI.    
 

Notifíquese y Cúmplase. 

. 
J03/SPS/hcj 

 



 

 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
         Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 
 

MEDIO DE CONTROL: Ejecutivo. (trámite posterior). 

DEMANDANTE: Tania Palma Arias. 

DEMANDADO: Nación- Rama Judicial- Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial. 

RADICADO: 20001-33-33-002-2015-00235-00 
 

 
 

 

I. ASUNTO. 
 

Procede el Despacho a resolver acerca de la aprobación de la liquidación 
del crédito presentada por la ejecutante, de acuerdo con las siguientes, 
 

II. CONSIDERACIONES. 
 

Encuentra el Despacho que por auto de fecha 10 de diciembre de 20211, se 
profirió auto que libró mandamiento de pago, seguidamente en providencia 
adiada 28 de marzo de 20232 se ordenó seguir adelante con la ejecución y 
presentar la respectiva liquidación del crédito.  

La apoderada de la parte ejecutante presentó vía correo electrónico 
memorial contentivo de la liquidación del crédito, así3: 
 

Corte. 31 de mayo de 2023. 

Capital. $34.758.560 

Intereses moratorios. $27.764.983 

Total.  $79.349.772 

 

Con ocasión a lo anterior, este Despacho requirió al Profesional Universitario 
Grado 124, de la Secretaría del Tribunal Administrativo del Cesar, para que 
verificara la liquidación presentada por la ejecutante, informando que una 
vez revisado el expediente se tiene que el valor con corte 31 de mayo de 
2023, es el siguiente5:      

 

Capital. $34.758.560,20 

Intereses DTF $1.063.282,90 

Intereses Mora.                                            $45.572.629,52 

Valor Total del Crédito. $78.394.472,62 

Costas proceso ordinario.                                            $ 4.750.210,00 

Valor total crédito con costas. $83.144.682,62 
 

Por consiguiente, el Despacho procederá a modificar la liquidación del 
crédito, toda vez que en la liquidación presentada por la apoderada de la 
ejecutante a fecha de corte 31 de mayo de 2023, liquidó los intereses con 
una tasa diferente a la regulada por la Superintendencia Financiera de 
Colombia, y adicionalmente no aplicó la tasa del DTF en los tres primeros 
meses posteriores a la ejecutoria de la sentencia; por ende el Despacho 

 
1 Índice 39 SAMAI. 
2 Índice 47 SAMAI. 
3 Índice 49 SAMAI. 
4 Quien fue designado para estas labores a través del Acuerdo No. PSAA15-10414 del 30 de noviembre de 2015, artículo 10 
5 Índice 57 SAMAI. 



 

                                                                                                                                                                          

modificará la liquidación presentada y para el efecto se liquidará el crédito 
de la siguiente manera:  
 

1.- Los tres primeros meses con la DTF6 a partir de la fecha de ejecutoria de 
la sentencia. 
 

2.- Se generó un tiempo muerto desde el 05-12-2017 hasta el 04-03-2017, 
teniendo en cuenta que la cuenta de cobro fue radicada el día 10-05-20187.   
 

3.- Una vez presentada la solicitud de cumplimiento de la sentencia, se 
reanudó la liquidación de intereses con DTF, hasta el día 04-10-2018.   
 

4.- Luego se procedió a calcular los intereses moratorios generados desde 
el 5 de octubre de 2018 hasta el 31 de mayo de 2023, de acuerdo a la fecha 
de la liquidación presentada por la ejecutante. 
 

 

 

En consecuencia, el Despacho en aplicación del artículo 446 numeral 3 del 
CGP, modificará la liquidación del crédito presentada por la apoderada de la 
ejecutante y en su lugar la nueva liquidación del crédito ascenderá a la suma 
de Setenta y Ocho Millones Trescientos Noventa y Cuatro Mil Cuatrocientos 
Setenta y Dos Pesos ($78.394.472). 
 
En tal virtud, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Modifíquese la Liquidación del Crédito presentada por la 
apoderada de la ejecutante y en su lugar la nueva liquidación del crédito 
ascenderá a la suma de Setenta y Ocho Millones Trescientos Noventa y 
Cuatro Mil Cuatrocientos Setenta y Dos Pesos ($78.394.472), a cargo de la 
Rama Judicial- Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y a favor de la 
ejecutante, en los términos expuestos. 
 

SEGUNDO: Por secretaría liquídese las costas ordenadas en providencia 
adiada 28 de marzo de 20238. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase. 

 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO. 
Jueza 

J03/SPS/cps 

 
6 Artículo 192 del CPACA. 
7 Finalmente, la contadora liquidadora, informa que una vez radicados los documentos para la solicitud de cumplimiento de la 
sentencia se reanudó la liquidación de intereses -DTF- y posteriormente los moratorios. 
8 Índice 47 SAMAI. 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
          Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 
 

MEDIO DE CONTROL: Ejecutivo. (Trámite posterior).  

DEMANDANTE: Carlos Simanca y otros. 

DEMANDADO: Fiscalía General de la Nación. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2013-00081-00 
 

I. ASUNTO 
 

Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición y en subsidio 
apelación interpuesto en subsidio de aquel, por el apoderado de los 
ejecutantes, en contra del auto de fecha 6 de septiembre de 2023, previa 
verificación de la procedencia y oportunidad de dicho recurso. 
 

 

II. ANTECEDENTES. 
2.1. El auto recurrido. 
 
 

Mediante auto de fecha 6 de septiembre de 2023, se fijaron las agencias en 
derecho en el ejecutivo de la referencia. 
 

2.2. Los recursos interpuestos. 
 

Contra el auto anterior, el apoderado de los ejecutantes interpuso recurso 
de reposición en subsidio apelación, al estimar que el valor fijado por 
concepto de agencias en derecho no cumple con los parámetros legales de 
los mínimos y máximos atendiendo la naturaleza del asunto, la calidad de 
las actuaciones y la duración del asunto.  
 

 

III. CONSIDERACIONES. 
 

 

En este caso, el auto objeto del recurso de reposición y en subsidio 
apelación gira alrededor del auto que fija el valor correspondiente a las 
agencias en derecho, las cuales al tenor del artículo 366 del CGP, hacen 
parte integrante de las costas procesales.  
 

El artículo 366 ibidem, en su numeral 5º, nos enseña que la liquidación de 
las expensas y el monto de las agencias en derecho sólo podrán 
controvertirse mediante los recursos de reposición y apelación contra el auto 
que aprueba la liquidación de costas. 
 

De la norma en cita se desprende que el recurso horizontal y en subsidio el 
vertical, impetrado por el apoderado de los ejecutantes contra la providencia 
que fija las agencias en derecho, no es el mecanismo de impugnación 
procedente para controvertir el monto de aquellas. 
 

Por ende, de conformidad con la norma aludida -art.366 CGP- los reparos 
esgrimidos por el apoderado de los ejecutantes contra el auto que fija las 
agencias en derecho sólo podrán efectuarse mediante los recursos de 
reposición y apelación contra el auto que aprueba la liquidación de costas, 
el cual no ha sido proferido a la fecha; por lo que los recursos incoados por 
el apoderado de los ejecutantes se tornan improcedente y así se dispondrá 
en el decisum de esta providencia.  
 
 



 

                                                                                                                                                                          

En virtud de lo anterior, el JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR,  

 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Rechazar por improcedente el recurso de reposición y en 
subsidio apelación, incoado por el apoderado de los ejecutantes contra la 
providencia de fecha seis (6) de septiembre de 2023, conforme a lo 
expuesto.    
 

 
Notifíquese y Cúmplase. 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO. 
Jueza. 

J03/SPS/cps 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VALLEDUPAR 
Valledupar, veinticinco (25) de septiembre de dos mil veintitrés (2023). 

 

MEDIO DE CONTROL: Ejecutivo. (seguido)  

DEMANDANTE: Carlos Simanca y otros. 

DEMANDADO: Fiscalía General de la Nación. 

RADICADO: 20001-33-31-003-2013-00081-00 
 

 

La Dra. Maritza Yaneidis Ruiz Mendoza, quien manifiesta fungir como 
apoderada de la Rama Judicial- Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial de Valledupar, solicita se entregue a través del Dr. Carlos Manuel 
Echeverri Cuello, en su calidad de Director Ejecutivo Seccional, los 
siguientes títulos de depósito judicial:  
 
 

Item. No del título. Fecha constitución. Constituido por. Valor. 

1 424030000682163 09-07-21 Rama Judicial $9.678.209 

2 424030000682264 12-07-21 Rama Judicial 2.176.259 

3 424030000682330 13-07-21 Rama Judicial 3.787.789 

4 424030000683905 02-08-21 Rama Judicial 2.509.679 

5 424030000683965 03-08-21 Rama Judicial 3.676.649 

6 424030000684521 05-08-21 Rama Judicial 7.177.559 

7 424030000684887 06-08-21 Rama Judicial 2.120.689 

8 424030000685107 10-08-21 Rama Judicial 5.343.749 

9 424030000685152 11-08-21 Rama Judicial 2.704.174 

10 424030000685313 12-08-21 Rama Judicial 1.453.849 

11 424030000685351 13-08-21 Rama Judicial 2.065.119 

12 424030000685440 17-08-21 Rama Judicial 2.009.549 

13 424030000685481 18-08-21 Rama Judicial 3.093.164 

14 424030000685539 19-08-21 Rama Judicial 527.915 

15 424030000685597 20-08-21 Rama Judicial 1.509.419 

16 424030000685652 23-08-21 Rama Judicial 2.509.679 

17 424030000685693 24-08-21 Rama Judicial 4.722.752 

18 424030000691503 15-10-21 Rama Judicial 118.019.809 

19 424030000691560 19-10-21 Rama Judicial 3.732.988 

20 424030000691601 20-10-21 Rama Judicial 6.384.733 

21 424030000691672 21-10-21 Rama Judicial 5.882.116 

22 424030000691807 22-10-21 Rama Judicial 5.931.244 

23 424030000691855 25-10-21 Rama Judicial 4.332.988 

24 424030000691828 26-10-21 Rama Judicial 5.339.861 

25 424030000692197 27-10-21 Rama Judicial 6.631.244 

26 424030000696955 09-12-21 Rama Judicial 82.644 
 
 

Al realizarse un estudio minucioso de la solicitud realizada, se advierte que 
la misma no cuenta con poder o acto administrativo (con sus anexos) que le 
confiera al Dr. Carlos Manuel Echeverri Cuello, en su calidad de Director 
Ejecutivo Seccional de Administración Judicial de Valledupar, la facultad 
para recibir a nombre de la Rama Judicial los títulos de depósito judicial 
solicitados. 
 

En consecuencia, se DISPONE, que se allegue por parte del Director 
Ejecutivo Seccional de Administración Judicial de Valledupar, allegue poder 
o acto administrativo en el que se le confiera la facultad de recibir los títulos 
de depósito judicial arriba relacionados. Para lo anterior se le confiere un 
término de diez (10) días. Una vez allegado lo anterior y/o cumplido el 
término dispuesto por el Despacho para el efecto, por secretaría pásese al 
Despacho para la adoptar la decisión que en derecho corresponda.  

 

 

Notifíquese y Cúmplase. 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO. 
Jueza. 

J03/SPS/cps 
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